
CG265/2005 
 
 
ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL 
ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA LA RESOLUCIÓN 
CG79/2004, RESPECTO DE LAS IRREGULARIDADES 
ENCONTRADAS EN LA REVISIÓN DE LOS INFORMES DE 
CAMPAÑA DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y LA COALICIÓN, 
CORRESPONDIENTES AL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 
2003, EN ACATAMIENTO A LA SENTENCIA DE LA SALA 
SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERACIÓN, RECAÍDA AL RECURSO DE APELACIÓN 
INTERPUESTO POR EL PARTIDO REVOLUCIONARIO 
INSTITUCIONAL EN CONTRA DE DICHA RESOLUCIÓN, 
IDENTIFICADA CON EL NÚMERO DE EXPEDIENTE SUP-RAP-
018/2004 
 
 

ANTECEDENTES 
 
I. Por conducto de su Secretario Técnico, la Comisión de Fiscalización 
de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas recibió los 
Informes de Campaña de los Partidos Políticos y la Coalición, 
correspondientes al proceso electoral federal de 2003, procediendo a 
su análisis y revisión, conforme a los artículos 49-A del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales; 19 y 20 del Reglamento 
que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de 
Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes. 
 
II. Conforme a lo establecido por los artículos 49-A, párrafo 2, inciso a) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 
19.2 del Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables 
a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y 
Egresos y en la Presentación de sus Informes, la Comisión de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones 
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Políticas, ejerció en diversas ocasiones su facultad de solicitar a los 
órganos responsables del financiamiento de los partidos políticos la 
documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado 
en los informes. Asimismo, conforme a lo establecido por los artículos 
49-A, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 20 del Reglamento aludido, la Comisión 
de Fiscalización notificó a los partidos políticos los errores y omisiones 
técnicas que advirtió durante la revisión de los informes, para que 
presentaran las aclaraciones o rectificaciones pertinentes. 
 
III. Una vez agotado el procedimiento descrito anteriormente, y 
cumpliendo con lo establecido en los artículos 49-A, párrafo 2, incisos 
c) y d), 80, párrafo 3 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, y 21 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía 
Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el 
Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus 
Informes, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos 
y Agrupaciones Políticas presentó ante este Consejo General, en 
sesión extraordinaria celebrada el 19 de abril de 2004, el Dictamen 
Consolidado respecto de los Informes de Campaña presentados por 
los Partidos Políticos y la Coalición correspondientes al proceso 
electoral federal de 2003. 
 
IV. De conformidad con lo establecido en los artículos 41, fracción II, 
último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 49-A, párrafo 2, inciso d), y 49-B, párrafo 2, inciso i) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; y 21.2, 
inciso d) del Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables 
a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y 
Egresos y en la Presentación de sus Informes, en dicho Dictamen 
Consolidado la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas determinó que se encontraron 
diversas irregularidades derivadas de la revisión de los Informes de 
Campaña presentados por los Partidos Políticos y la Coalición que, a 
juicio de dicha comisión, constituían violaciones a las disposiciones de 
la materia, de acuerdo con las consideraciones expresadas en el 
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apartado de conclusiones del Dictamen Consolidado mencionado, por 
lo que con fundamento en los artículos 49-A, párrafo 2, inciso e) del 
código electoral federal y 21.3 del reglamento aludido, la Comisión de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas 
propuso al Consejo General del Instituto Federal Electoral que emitiera 
una resolución para sancionar a diversos partidos políticos, entre ellos 
al Partido Revolucionario Institucional, con motivo de las 
irregularidades advertidas en sus Informes de Campaña, la cual fue 
aprobada por este órgano en sesión extraordinaria celebrada el 19 de 
abril de 2004. 
 
V. Inconforme con la resolución recién señalada, el Partido 
Revolucionario Institucional interpuso el 26 de abril de 2004, recurso 
de apelación ante la autoridad electoral responsable, la cual le dio el 
trámite previsto en la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, y lo remitió a la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, que admitió el 
recurso a trámite, asignándole el número de expediente SUP-RAP-
018/2004. 
 
VI. Desahogado el trámite correspondiente, la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación resolvió el 
recurso referido, en sesión pública celebrada el 11 de junio de 2004, 
expresando en sus puntos resolutivos lo que a continuación se 
transcribe: 

 
“PRIMERO. Se modifica la resolución de veinte de abril del año en 
curso, dictada por el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, respecto de los informes de gastos de campaña 
presentados por partidos políticos y la coalición “Alianza para 
Todos” que postularon candidatos en el proceso electoral federal 
de dos mil tres. 
 
SEGUNDO. Se revoca el resolutivo segundo de la resolución 
impugnada, así como las sanciones impuestas al Partido 
Revolucionario Institucional, en los incisos d) y r’), del apartado 
5.2, de la resolución impugnada. 
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TERCERO. Se revocan las sanciones contenidas en los incisos b) 
y q’), del apartado 5.2, de la resolución impugnada; en el primer 
caso, para el efecto de que la autoridad responsable imponga la 
sanción que corresponda dentro de los márgenes establecidos en 
el inciso b) del párrafo 1, del artículo 269 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, debiendo tomar en 
cuenta que se trata de una falta meramente formal y no de fondo; 
en el segundo caso, para el efecto de que la autoridad vuelva a 
analizar lo relativo al prorrateo de los gastos a que aludió y la 
posible existencia de irregularidades en relación con el rebase a 
los topes de campaña, fundando y motivando su determinación a 
ese respecto. 
 
CUARTO. Queda firme lo decidido por el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, en cuanto a que el Partido 
Revolucionario Institucional, incurrió en las demás irregularidades 
que dicha autoridad apreció. 
 
QUINTO. Se revoca la individualización de las sanciones que el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral impuso al Partido 
Revolucionario Institucional en los restantes incisos, del apartado 
5.2, de la resolución impugnada. En consecuencia, se ordena a la 
responsable que las individualice nuevamente, tomando en cuenta 
los principios y reglas que quedaron establecidos en el 
considerando tercero de la presente ejecutoria.” 

 
VII. Que en sesión celebrada el 23 de noviembre de 2005, la Comisión 
de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones 
Políticas acordó realizar modificaciones a la Resolución respecto de 
los Informes de Gastos de Campaña correspondientes al proceso 
electoral federal de 2003, emitida el 19 de abril de 2004, en 
acatamiento a la resolución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación ya señalada, y respecto de la cual se ha presentado en 
esta misma sesión un informe a este Consejo General, por lo que, en 
vista de lo anterior y  
 
 

C O N S I D E R A N D O 
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1. Que de conformidad con lo establecido en los artículos 41, fracción 
II, último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 3, párrafo 1, 23, 39, 49-A, párrafo 2, inciso e), 49-B, 
párrafo 2, inciso i), 73 y 82, párrafo 1, incisos h) y w) del Código 
Federal de Instituciones Y Procedimientos Electorales; y 22.1 del 
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, 
Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos 
Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, es facultad de este Consejo General 
conocer de las infracciones e imponer las sanciones administrativas 
correspondientes a las violaciones a los ordenamientos legales y 
reglamentarios derivadas de la revisión de los Informes de Campaña 
de los Partidos Políticos, según lo que al efecto haya dictaminado la 
Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas. 
 
2. Que este Consejo General, aplicando lo que establecen los artículos 
270, párrafo 5 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 22.1 del Reglamento que Establece los Lineamientos, 
Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus 
Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, debe aplicar 
las sanciones correspondientes tomando en cuenta las circunstancias 
y la gravedad de la falta, por lo que debe señalarse que por 
“circunstancias” se entiende el tiempo, modo y lugar en que se 
produjeron las faltas; y en cuanto a la “gravedad” de la falta, se analiza 
la trascendencia de la norma transgredida y los efectos que produce la 
transgresión respecto de los objetivos y los intereses jurídicos 
tutelados por el derecho, y respetando los principios y reglas 
establecidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación para la individualización de las sanciones. 
 
3. Que este Consejo General conforme al artículo 5 de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, está 
obligado a acatar las resoluciones del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, en el caso, la relativa al recurso de 
apelación identificado como SUP-RAP-018/2004. 
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Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 
41, fracción II, último párrafo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 3, 22, párrafo 3, 23, 38, párrafo 1, 
inciso k), 39, párrafo 1, 49, 49-A, 49-B, 73, 82, párrafo 1, 269 y 270, 
párrafo 5 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y en el Reglamento que Establece los Lineamientos, 
Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía 
Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en 
el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus 
Informes, y en ejercicio de las facultades que al Consejo General 
otorgan los artículos 39, párrafo 2 y 82, párrafo 1, inciso w) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, el 
Consejo General emite el siguiente: 
 
 

A C U E R D O 
 

PRIMERO. Se modifica el considerando 5.2 de la resolución 
CG79/2004 emitida el 19 de abril de 2004, para quedar como sigue: 
 
a) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 4 lo siguiente: 

 
“4.- En la cuenta “Aportaciones Otros Órganos Efectivo. 
Diputados”, del Distrito 1, correspondiente al Estado de Jalisco, se 
localizó un depósito por un importe de $140,000.00, que no 
provenía de alguna cuenta bancaria CBE o, en su caso, de una 
cuenta CBCEN del partido. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 9.3 y 12.5 del 
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de 
sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General, para 
efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b), 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 
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Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que existió un 
depósito por un importe de $140,000.00 que no provenía de alguna 
cuenta bancaria CBE o CBCEN, razón por la que esta autoridad 
electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 9.3 
y 12.5 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no acreditó el origen de los recursos que ingresaron al rubro 
“Aportaciones Otros Órganos Efectivo. Diputados”, del Distrito 1, 
correspondiente al Estado de Jalisco. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
el origen de los recursos que ingresaron al partido político, así como la 
transparencia en el registro de sus ingresos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
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los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar el origen de los recursos dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los ingresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el origen de los mismos que efectivamente utilizó el partido 
político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no 
pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se 
desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza, en 
tanto que no es posible verificar que los partidos políticos hubiesen 
cumplido con la totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 9.3 y 
12.5 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que 
de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los 
elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con 
una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta 
autoridad la facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
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La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de informar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, sobre el origen de los recurso lo que viola el 
principio de certeza, en el sentido de que la autoridad electoral pueda 
tener sobre el origen de los recursos que ingresaron al partido político, 
así como la transparencia en el registro de sus ingresos. No tener en 
cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el uso de 
recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 9.3 y 12.5 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
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anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave especial, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 
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c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
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se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $140,000.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa  de 320 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$13,968.10 (Trece mil novecientos sesenta y ocho pesos 10/100 M.N) 
 
b) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 5 lo siguiente: 
 

“5.- En la cuenta “Aportaciones del Candidato en Efectivo” se 
observaron varias aportaciones que fueron depositadas en 
efectivo el mismo día en el banco por un importe total de 
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$9,281,413.06 ($7,466,643.06, $1,654,770.00 y $160,000.00) que 
rebasaron los 500 salarios mínimos generales vigentes para el 
Distrito Federal. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en el artículo 1.6 del Reglamento 
que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos 
de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos 
Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y 
en la Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
Asimismo, esta autoridad en acatamiento a lo señalado por la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en 
su resolución SUP-RAP-018/2004, califica la falta como leve por las 
consideraciones y argumentos de derecho que hace la propia Sala 
Superior en el considerando tercero, que en su parte conducente 
señala lo siguiente: 
 

“En mérito de lo anterior, si bien es cierto que el partido apelante, 
incurrió en inobservancia del artículo 1.6 del Reglamento, lo que 
de por sí implica una infracción a la normatividad electoral 
susceptible de sancionarse, no menos verídico resulta que, en 
atención a las circunstancias particulares que concurrieron en el 
caso, esa infracción, a la postre, no transgredió los valores 
tutelados por el referido dispositivo reglamentario, a saber, el de 
certeza, en virtud de que en todo momento se supo la procedencia 
de los recursos, puesto que es la misma autoridad quien afirma 
que los mismos fueron depositados por los propios candidatos del 
partido en los distritos de los que se trata, por lo que la infracción 
en todo caso, constituyó la simple inobservancia de normas de 
carácter instrumental en el manejo de los recursos económicos 
que reciben los institutos políticos que facilita el procedimiento de 
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revisión de los informes, pero que no trascendió en afectación del 
valor tutelado por la propia norma,  habida cuenta que, no tuvo un 
efecto inmediato sobre la comprobación de los gastos, ni sobre la 
verificación del destino real de los recursos, así como del control 
del ejercicio de los mismos.  
 
De ese modo, resulta ilegal la calificación de la gravedad de la 
infracción, y consecuentemente la determinación de la sanción 
que al respecto se impuso al partido actor, en términos de lo 
dispuesto en el artículo 269, apartado 1, inciso c), del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por lo cual 
se debe revocar tal determinación. 
 
Así las cosas, tomando en consideración también que el partido 
apelante, en ningún momento trató de ocultar esa situación, sino 
que por el contrario la abordó directamente, señalando que los 
depósitos se hicieron en esos términos porque los candidatos 
carecían de una chequera y por que consideraban que los mismos 
no se encontraban comprendidos entre las personas a que 
obligaba el artículo de referencia, y si se a lo anterior se agrega 
que, como lo precisa el Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, se trata de la primera ocasión en que el partido incurre 
en este tipo de anomalías, esta Sala Superior considera que la 
infracción debe considerarse leve, por ende, que la sanción 
correspondiente no debe aplicarse en los márgenes que se 
establecen en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, toda vez 
que al no haberse trastocado el valor que tutela la norma, la 
misma resultaría excesiva, dado que, en la especie, se estaría 
ante una falta de naturaleza meramente formal en el ámbito 
administrativo, pero no de fondo, de manera que, en todo caso, lo 
procedente es que la sanción se establezca en los términos del 
artículo 269, párrafo 1, inciso b), del código aludido, esto es, una 
sanción que se fije dentro de los límites de cincuenta a cinco mil 
días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, lo 
cual deberá ser graduado por la responsable.” 

 
Así las cosas, el partido político contravino lo dispuesto por el artículo 
1.6 del Reglamento, sin embargo, a la postre no trascendió en una 
afectación al valor tutelado por dicha norma, es decir, en el 
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conocimiento del origen de los recursos de mérito, ya que su origen se 
identificó y, por ende, no afecta la transparencia en la aplicación de 
recursos o en su defecto de indebida aplicación de los mismos. 
 
La infracción en todo caso, constituyó la simple inobservancia de 
normas de carácter instrumental en el manejo de los recursos 
económicos que reciben los institutos políticos que facilita el 
procedimiento de revisión de los informes, pero que no trascendió en 
afectación del valor tutelado por la propia norma, habida cuenta que, 
no tuvo un efecto inmediato sobre la comprobación de los gastos, ni 
sobre la verificación del destino real de los recursos, así como del 
control del ejercicio de los mismos. 
 
Ahora bien, para llevar a cabo la individualización de la sanción 
atinente se debe seleccionar y graduar la misma a partir del carácter 
de la conducta, que ha sido calificado como leve, y de la valoración 
conjunta de las circunstancias objetivas y subjetivas que concurren en 
el caso: 
 
Este Consejo General advierte que la irregularidad observada no 
deriva de una concepción errónea de la normatividad por parte del 
partido. Lo anterior, toda vez que los argumentos vertidos por el 
partido en su respuesta en momento alguno tratan de cuestionar los 
alcances de la norma, es decir, conocía con anterioridad la norma 
aplicable y sus consecuencias. Sin embargo, no existe constancia en 
los archivos de este Instituto Federal Electoral de que el Partido 
Revolucionario Institucional hubiere incurrido en este mismo tipo de 
faltas, toda vez que era la primera vez que esta autoridad electoral 
aplicaba el precepto en comento. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
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Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido la Sala Superior señala que se debe de imponer una 
sanción dentro de los límites del artículo 269, párrafo 1, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
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registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta que se trata de una falta formal, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $9,281,413.06, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 5,000 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$218,250.00 (Doscientos dieciocho mil doscientos cincuenta pesos 
00/100 M.N.). 
 
c) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 6 lo siguiente: 

 
“6.- En la cuenta “Aportaciones del Candidato en Efectivo” se 
localizaron depósitos por un monto total de $1,580,795.41 
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($284,000.00 y $1,296,795.41) que no presentaron las fichas de 
depósito correspondientes. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38 párrafo 1, 
incuso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; 1.1, 1.2 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político no presentó fichas de depósito por un importe de 
$1,580,795.41, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 38 párrafo 1, inciso k) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 1.1, 1.2 
y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en exhibir documentación comprobatoria -fichas de 
depósito- de los recursos que ingresaron al patrimonio del partido vía 
aportaciones. Por lo que esta autoridad no puede asegurar que el 
ingreso mencionado, derivado de una aportación, efectivamente haya 
entrado al patrimonio del partido ni que se haya depositado en una 
cuenta bancaria a nombre de éste. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 



 19

principalmente, tener certeza sobre lo reportado por el partido político 
en su Informe y conocer con claridad los movimientos bancarios 
efectuados por el instituto político, tanto para saber cuáles son los 
recursos que ingresan a su patrimonio, como para saber el destino 
último que tienen éstos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al código federal electoral y cumplan con las 
obligaciones a que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en 
su caso, imponer las sanciones que correspondan, en los términos 
previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, el hecho de que los ingresos en efectivo que reciban 
los partidos deban depositarse en cuentas bancarias, que esas 
cuentas bancarias se manejen mancomunadamente por personas 
autorizadas, que se concilien de modo mensual, y que los partidos 
tengan que presentar, en caso que así lo requiera la Comisión de 
Fiscalización, los documentos que respalden los movimientos 
bancarios que deriven de sus estados de cuenta, obedece a la 
necesidad de que la autoridad conozca el origen, uso y destino que se 
les da a los recursos. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 1.1, 1.2 y 19.2 del Reglamento de la 
materia, constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el 
artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los elementos 
típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con una base 
legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la 
facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de una vulneración al principio de certeza, toda 
vez que no sólo se incumple con la obligación formal de presentar este 
documento bancario, también la obligación material de atender un 
requerimiento imperativo de la autoridad. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 1.1, 1.2 y 19.2 
del Reglamento de la materia. 
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Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 



 22

cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 



 23

resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
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Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $1,580,795.41, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales,  tome en cuenta las 
circunstancias  del caso y la gravedad de la falta, por lo que se fija la 
sanción consistente en la reducción del 1.00% (uno por ciento) de la 
ministración mensual que corresponda al partido por concepto de 
Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$1,580,795.41 (un millón quinientos ochenta mil setecientos noventa y 
cinco pesos 41/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del mes 
siguiente a aquél en que quede firme la presente resolución. 
 
e) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 8 lo siguiente: 

 
“8.- De la revisión al Control de Folios “CF-RSES-CF” se 
determinó que el partido no informó a la autoridad electoral la 
emisión del número consecutivo de los folios de recibos impresos 
“RSES-CF” del folio 2001 al 2500. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en el artículo 4.5 del Reglamento 
que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos 
de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos 
Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y 
en la Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
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En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
informó la emisión del número consecutivo de los folios de recibos 
impresos RSES-CF, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en el artículo 4.5 del 
Reglamento de la materia. 
 
La finalidad de la norma que establece la obligación referida, consiste 
en permitir que la autoridad conozca desde el momento mismo en el 
que se dispone la impresión, los recibos que servirán para documentar 
este tipo de ingresos lo que, a su vez, facilita su revisión y permite que 
la autoridad arribe a conclusiones sobre la veracidad de lo reportado 
por el partido en sus respectivos informes. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
certeza y claridad que permite el hecho de que la autoridad conozca 
desde el momento mismo en el que se dispone la impresión, los 
recibos que servirán para documentar este tipo de ingresos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
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están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político al artículo 4.5 del 
Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que de 
manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los 
elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con 
una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta 
autoridad la facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave, pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en su informe, máxime si se toma 
en cuenta que la omisión en que incurrió el partido impide que la 
autoridad conozca desde el momento mismo en el que se dispone la 
impresión, los recibos que servirán para documentar este tipo de 
ingresos. No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin 
contenido normativo una disposición legal que impone una obligación 
a los partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas y sobre la licitud del origen de los recursos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
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diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances del artículo 4.5 del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
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Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
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como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
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Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 200 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$8,730.00 (ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
f) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 9 lo siguiente: 
 

“9.- De la revisión al Control de Folios “CF-RSES-CF” se 
determinó que el partido no presentó 412 recibos “RSES-CF”. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 4.7 y 4.9 del 
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de 
sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b), del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
presentó 412 recibos RSES-CF, razón por la que esta autoridad 
electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 4.7 
y 4.9 del Reglamento de la materia. 
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A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es otorgar 
certeza y transparencia a la autoridad electoral en su actividad 
fiscalizadora cuando se trata de los ingresos que reciben los partidos 
políticos e impone claramente la obligación de entregar los recibos 
RSES-CF que le solicite la autoridad, lo que en la especie no sucedió. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 4.7 y 
4.9 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que 
de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
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Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los 
elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con 
una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta 
autoridad la facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave pues este tipo 
de conductas impiden conocer de manera cierta y contundente el 
origen de los recursos e impiden que la autoridad electoral cuente con 
el elemento cierto de compulsa para la identificación de los mismos. 
No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a los 
partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 4.7 y 4.9 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 
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Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
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b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
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En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en 200 días de salario mínimo diario general 
vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$8,730.00 (ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
g) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 11 lo siguiente: 
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“11.- De la revisión al rubro “Bancos”, se determinó que el partido 
no presentó la cancelación de 9 cuentas bancarias 
correspondientes a diferentes distritos. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, 1.2 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b), del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
presentó la documentación comprobatoria de la cancelación de 9 
cuentas bancarias, razón por la que esta autoridad electoral determinó 
que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38 párrafo 1, inciso k) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 1.2 
y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en exhibir documentación comprobatoria –documentación 
que acreditara la cancelación de 9 cuentas bancarias - de los recursos 
que ingresaron al patrimonio del partido. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, tener certeza sobre lo reportado por el partido político 
en su Informe y conocer con claridad los movimientos bancarios 
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efectuados por el instituto político, tanto para saber cuáles son los 
recursos que ingresan a su patrimonio, como para saber el destino 
último que tienen éstos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, el hecho de que los ingresos en efectivo que reciban 
los partidos deban depositarse en cuentas bancarias, que esas 
cuentas bancarias se manejen mancomunadamente por personas 
autorizada, que se concilien de modo mensual, y que los partidos 
tengan que presentar, en caso que así lo requiera la Comisión de 
Fiscalización, los documentos que respalden los movimientos 
bancarios que deriven de sus estados de cuenta, obedece a la 
necesidad de que la autoridad conozca el origen, uso y destino que se 
les da a los recursos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
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para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 1.2 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de una vulneración al principio de certeza, toda 
vez que no sólo se incumple con la obligación formal de presentar este 
documento bancario, también la obligación material de atender un 
requerimiento imperativo de la autoridad. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los 38 párrafo 1, inciso k) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; 1.2 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
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“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
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una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
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Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
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establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 1,030 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$44,959.50 (cuarenta y cuatro mil novecientos cincuenta y nueve 
pesos 50/100 M.N). 
 
h) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 12 lo siguiente: 
 

“12.- De la revisión a los estados de cuenta bancarios de los 
Comités Estatales, se determinó que el partido no presentó 11 
estados de cuenta correspondientes a 3 cuentas bancarias. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, inciso 
k), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, 1.2, 12.4, 17.5 y 19.2 del Reglamento que establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía 
Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el 
Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus 
Informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo General 
para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos 
a) y b), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
presentó 11 estados de cuenta bancarios, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 1.2, 12.4, 17.5 y 19.2 del Reglamento de 
la materia. 
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Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta que impidió, en su 
momento, que la autoridad electoral tuviera a su disposición diversos 
instrumentos de compulsa con los cuales pudiera verificar los recursos 
que el partido destinó a las campañas electorales, ello en virtud de que 
el partido omitió presentar 11 estados de cuenta bancarios por lo que 
su inexistencia limita la capacidad revisora de la autoridad, ello en 
virtud de que con base en los estados de cuenta se puede verificar los 
movimientos bancarios que realizó el partido durante la campaña. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma se 
relaciona, por una parte, con el principio de transparencia, en tanto 
que es deber de los partidos políticos reportar, en el momento 
oportuno y en el plazo que legalmente se señala, el origen, monto y 
destino de cada uno de las recursos relacionados con las campañas 
electorales a efecto de que la autoridad fiscalizadora cuente con la 
totalidad de elementos para llevar a cabo la revisión y verificación de 
lo reportado; y estar en posibilidad de compulsar cada uno de los 
ingresos efectivamente recibidos, y en su caso destinados a la 
contienda electoral. Asimismo, dentro de este deber, los partidos 
deben cumplir con todos los mecanismos de comprobación que prevé 
la normativa a efecto de asegurar que todo lo que se reporta es veraz. 
Por otra parte, la certeza sobre lo reportado por el partido político en 
su Informe y conocer con claridad los movimientos bancarios 
efectuados por el instituto político, tanto para saber cuáles son los 
recursos que ingresan a su patrimonio, como para saber el destino 
último que tienen éstos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
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políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo tanto, el hecho de que el partido omitiera presentar 11 estados 
de cuenta bancarios, limita el propósito de control que se deriva de las 
normas que establece las obligaciones señaladas, pues, la utilidad de 
su aplicación parte del hecho de que daría mayor certeza a la 
autoridad al momento de realizar la revisión, dado que ésta tendría un 
medio material de compulsa con el cual se podría comparar lo 
reportado, con lo que se asienta el documento bancario que sirve 
como instrumento para la verificación. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 1.2, 12.4, 17.5 y 19.2 del Reglamento de 
la materia, constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con 
el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los elementos 
típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con una base 
legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la 
facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
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por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica como grave porque se trata, precisamente, de una 
falta que lesiona los mecanismos de control que establece el 
Reglamento, y deja sin efecto la obligación de entregar la totalidad de 
la documentación comprobatoria de los ingresos obtenidos por el 
partido político para el caso de las campañas electorales. 
 
No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo disposiciones legales y reglamentarias que imponen a los 
partidos políticos la obligación de reportar y entregar la documentación 
comprobatoria atinente de la totalidad de los ingresos percibidos 
durante la campaña política y de los egresos realizados durante las 
mismas, así como sujetarse a los mecanismo de control que establece 
la normativa, lo que además tiene relación con la rendición de cuentas 
sobre el uso de recursos públicos y la debida transparencia de los 
mismos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los 38 párrafo 1, inciso k) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; 1.2 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
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proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
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a) Amonestación pública; 

 
b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
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tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
0.14% (punto  catorce por ciento) de la ministración mensual que le 
corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para 
el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta 
alcanzar un monto liquido de $220,000.00 (doscientos veinte mil pesos 
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00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del mes siguiente a 
aquél en que quede firme la presente resolución. 
 
 
i) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 15 lo siguiente: 
 

“Con relación a los “Informes de Campaña” se localizaron 
comprobantes que no reúnen la totalidad de los requisitos fiscales 
por un total de $2,083,721.89. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, 11.1 y 19.2 del Reglamento que establece los 
lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y guía 
contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el registro de 
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 
 

Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña comprobantes que 
no reúnen la totalidad de los requisitos fiscales, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en exhibir documentación comprobatoria con la totalidad 
de los requisitos fiscales de los gastos que realizó el partido político. 
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A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la documentación comprobatoria que presenta el partido relativo a los 
gastos realizados. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al código federal electoral y cumplan con las 
obligaciones a que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en 
su caso, imponer las sanciones que correspondan, en los términos 
previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar la documentación comprobatoria de sus 
egresos con la totalidad de los requisitos fiscales dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
certeza sobre la misma. Esto tiene como consecuencia que el Consejo 
General no pueda tener certeza de que los partidos se desarrollen con 
apego a la ley, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave, pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en sus informes, es decir, la 
documentación presentada no hace prueba plena del egreso, pues no 
cumple con los requisitos que exige el artículo 11.1 del Reglamento de 
mérito. No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a los 
partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código 
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Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11.1 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
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Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
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como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
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Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $2,083,721.89, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
0.40% (punto cuarenta por ciento) de la ministración mensual que le 
corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para 
el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta 
alcanzar un monto liquido de $625,116.56 (seiscientos veinticinco mil 
ciento dieciséis pesos 56/100 M.N.), misma que se hará efectiva a 
partir del mes siguiente a aquél en que quede firme la presente 
resolución. 
 
 
j) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 16 lo siguiente: 
 

“Se observaron pagos que rebasaron la cantidad equivalente a 
100 salarios mínimos generales vigentes para el Distrito Federal, 
que no fueron pagados mediante cheque individual, toda vez que 
se pagaron en efectivo, por un importe total de $457,761.54, que 
se encuentra integrado por los siguientes importes: 
 

RUBRO IMPORTE 
Gastos de Propaganda $178,424.05 
 83,144.65 
 103,663.42 
 10,000.00 
Gastos Operativos 42,991.45 
Gastos en Prensa 25,307.59 
Gastos en Radio 14,230.38 
TOTAL $457,761.54 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 11.5 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
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Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 
 

Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que existieron pagos 
que rebasaron la cantidad equivalente a 100 salarios mínimos 
generales vigentes para el Distrito Federal, que no fueron pagados 
mediante cheque individual, toda vez que se pagaron en efectivo, 
razón por la que esta autoridad electoral determinó que incumplió con 
lo dispuesto en los artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11.5 y 19.2 del 
Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en realizar pagos mediante cheque individual de aquellas 
cantidades que rebasaron los 100 salarios mínimos generales vigentes 
para el Distrito Federal, que realizó el partido político. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
certeza que la autoridad electoral pueda tener, pues al conocer el 
modo en que los partidos utilizan sus recursos se puede conocer el 
destino final de éstos, así como si la erogación tuvo por objeto cubrir 
un determinado concepto relacionado con la actividad que por 
mandato constitucional y legal tienen los partidos políticos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
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ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de realizar pagos mediante cheque individual de aquellas 
cantidades que rebasaron los 100 salarios mínimos generales vigentes 
para el Distrito Federal, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos. Esto tiene como consecuencia que el 
Consejo General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de 
los partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio 
de certeza, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
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En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 11.5 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como leve pues la 
infracción constituyó una inobservancia de normas de carácter 
instrumental en el manejo de los recursos económicos que reciben los 
institutos políticos que facilita el procedimiento de revisión de los 
informes. No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin 
contenido normativo una disposición legal que impone una obligación 
a los partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38 párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11.5 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
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levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como leve la irregularidad, procede a justificar la 
sanción que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad debe tener en cuenta que el Partido 
Revolucionario Institucional ya fue sancionado por una conducta 
similar, misma que en su momento fue considerada como leve, tal y 
como consta en la Resolución del Consejo General del Instituto 
Federal Electoral respecto de las irregularidades detectadas en la 
revisión de los Informes Anuales del ejercicio 2000. En consecuencia, 
se actualiza el supuesto de reincidencia. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como leve. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
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faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
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antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $457,761.54, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
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efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 1,573 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$68,661.45 (sesenta y ocho mil seiscientos sesenta y un pesos 45/100 
M.N.). 
  
k) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 18 lo siguiente: 
 

“De la revisión efectuada a los kardex, notas de entrada y de 
salida presentadas por el partido, se determinó que existe una 
diferencia contra los registros contables por un importe total de 
$1,070,472.08, asimismo, en los kardex, notas de entrada y salida 
no se indica si las compras se realizaron para una o varias 
campañas. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 13.2 y 13.3 del 
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de 
sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que existió una 
diferencia entre los kardex, notas de entrada y de salida presentadas 
por el partido contra los registros contables por un importe total de 
$1,070,472.08, asimismo, en los kardex, notas de entrada y salida no 
se indica si las compras se realizaron para una o varias campañas, 
razón por la que esta autoridad electoral determinó que incumplió con 
lo dispuesto en los artículos 13.2 y 13.3 del Reglamento de la materia. 
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Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta por la cual en los 
registros contables del partido existe una diferencia con los kardex, 
notas de entrada y de salida; obstaculizando el conocimiento de los 
bienes recibidos y atribuidos en la campaña electoral. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la existencia de cada uno de los bienes consignados, ni del destino 
final de los mismos, así como tener conocimiento de quien fue la 
persona que los entregó y recibió e identificar específicamente las 
campañas políticas beneficiadas. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al código federal electoral y cumplan con las 
obligaciones a que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en 
su caso, imponer las sanciones que correspondan, en los términos 
previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, es importante destacar que los documentos contables 
que se señalan en el Reglamento, para el control de la propaganda 
electoral y utilitaria, así como las tareas editoriales, se imponen con el 
único objeto de que tanto el partido, como la autoridad electoral al 
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momento de revisar el manejo de los recursos públicos, tengan un 
esquema perfectamente definido de dónde y cómo se utilizan los 
recursos que el partido eroga para la adquisición de los bienes 
destinados a utilizarse en varias campañas, controlando estos bienes 
a través de inventarios. Incumplir con lo anterior tiene como 
consecuencia que el Consejo General no pueda vigilar a cabalidad 
que las actividades de los partidos se desarrollen con apego a la ley y 
se vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible verificar 
que los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de 
obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 13.2 
y 13.3 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como leve en tanto no tiene 
un efecto inmediato sobre la comprobación de los egresos del partido, 
sin embargo, la norma reglamentaria establece la obligación de que 
los documentos que dan soporte a la información y la contabilidad del 
partido deben llevarse tal y como se establece, a fin de dar certeza a 
la autoridad fiscalizadora de que lo reportado es realmente lo que se 
realizó y por los medios idóneos, pues actuar de otra forma puede 
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provocar confusión en los egresos que no se hayan registrado 
correctamente e impiden que la autoridad electoral federal tenga 
certeza sobre la veracidad de lo reportado en los informes. No tener 
en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el uso de 
recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 13.2 y 13.3 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como leve la irregularidad, procede a justificar la 
sanción que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
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documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como leve. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 
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f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
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General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que la 
diferencia del registro contable asciende a la cantidad de 
$1,070,472.08, este Consejo General llega a la convicción que debe 
imponerse al Partido Revolucionario Institucional una sanción que, 
dentro de los límites establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso 
b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
sea significativa a efecto de disuadir la posible comisión de conductas 
similares en el futuro, consistente en una multa de 1,500 días de 
salario mínimo diario general vigente para el Distrito Federal en el año 
2003, equivalente a $65,475.00 (sesenta y cinco mil  cuatrocientos 
setenta y cinco pesos 00/100 M.N). 
 
l) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 19 lo siguiente: 
 

“De la compulsa realizada por el proveedor Fernando Morán de 
Con, se observó que no fue localizado en el domicilio señalado en 
los comprobantes de gastos presentados por el partido, motivo por 
el cual se solicitó a dicho partido que presentara las aclaraciones 
correspondientes, sin embargo, no presentó aclaración alguna. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 19.2 y 19.9 del 
Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de 
sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
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de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político no presentó aclaración alguna respecto a un requerimiento de 
autoridad, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 19.2 y 19.9 del Reglamento 
de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no explica la razón del por qué no fue localizado el domicilio 
señalado en los comprobantes de gastos presentados por el partido, 
concretamente del proveedor Fernando Morán de Con. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
certeza y el buen desarrollo del proceso fiscalizador con el objeto de 
despejar obstáculos o barreras para que la autoridad pueda realizar su 
función fiscalizadora. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
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Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con un 
requerimiento de autoridad, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente lo relativo a los informes 
presentados por el partido en el periodo correspondiente y, por lo 
tanto, informar al Consejo General sobre la veracidad de los mismos. 
Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no pueda 
vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se desarrollen 
con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza y del buen 
desarrollo de la fiscalización, en tanto que no es posible verificar que 
los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de 
obligaciones a que están sujetos. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 19.2 
y 19.9 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en los informes, además de 
obstaculizar el buen desarrollo del proceso fiscalizador. No tener en 
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cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el uso de 
recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 19.2 y 19.9 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 



 72

 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 
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f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
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por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 100 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$4,365.00 (cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 
 
m) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 22 lo siguiente: 
 

“En el rubro “Gastos Operativos”, se localizaron comprobantes por 
concepto de gasolina, casetas y mantenimiento de equipo de 
transporte, por un importe total de $1,553,270.52 ($1,515,991.52 y 
$37,279.00), sin embargo, el partido no reportó Transferencias en 
Especie de los Comités Directivos Estatales, toda vez que el 
mismo señala que corresponden a dichos Comités. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 2.1, 2.2 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
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en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que en el rubro 
“Gastos Operativos”, se localizaron comprobantes por concepto de 
gasolina, casetas y mantenimiento de equipo de transporte, sin que el 
partido haya reportado transferencias en especie de los Comités 
Directivos Estatales, toda vez que el mismo señala que corresponden 
a dichos Comités, razón por la que esta autoridad electoral determinó 
que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 2.1, 
2.2 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no reporta las transferencias en especie de los 
correspondientes Comités Directivos Estatales, a las campañas 
electorales. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
las transferencias realizadas que se traducen en aportaciones en 
especie las cuales tienen que ser documentadas y registradas en cada 
campaña que fue beneficiada, y con ello reconocer el gasto 
correspondiente para los efectos de los topes de campaña.. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
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dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego a este Código y cumplan con las obligaciones a 
que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, 
imponer las sanciones que correspondan, en los términos previstos en 
la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar la manera en que se realizan las transferencias 
referidas, impide que la Comisión de Fiscalización tenga la posibilidad 
de revisar integralmente los informes correspondientes. Esto tiene 
como consecuencia que el Consejo General no pueda vigilar a 
cabalidad que las actividades de los partidos se desarrollen con apego 
a la ley y se vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible 
verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad 
de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 2.1, 2.2 y 19.2 del Reglamento de la 
materia, constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el 
artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los elementos 
típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con una base 
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legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la 
facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de informar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, sobre el origen de los recurso lo que viola el 
principio de certeza, en el sentido de que la autoridad electoral pueda 
tener sobre la realización de las transferencias realizadas a los 
respectivos Comités Directivos Estatales. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 2.1, 2.2 y 19.2 
del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
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proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
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En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
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involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $1,553,270.52, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 877 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
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$38,281.05 (treinta y ocho mil doscientos ochenta y un pesos 05/100 
M.N.). 
 
n) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 23 lo siguiente: 
 

“En el rubro “Gastos Operativos”, se localizó un recibo telefónico 
por un importe de $10,208.00 que fue expedido a nombre de una 
tercera persona y no a nombre del partido.  
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 11.1 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña documentación 
comprobatoria de egresos a nombre de un tercero y no a nombre del 
partido político, razón por la que esta autoridad electoral determinó 
que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11.1 
y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no entrega documentación comprobatoria de sus egresos que 
haga prueba plena. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
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principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la veracidad de lo reportado en sus informes, máxime si se toma en 
cuenta que la documentación comprobatoria de los egresos de los 
partidos son considerados como elemento probatorio del destino final 
de los recursos de los partidos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar fehacientemente los gastos realizados dentro 
del periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de 
Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos 
del partido en el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al 
Consejo General sobre el destino de los mismos que efectivamente 
utilizó el partido político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo 
General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los 
partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de 
certeza, en tanto que no es posible verificar que los partidos políticos 
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hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que están 
sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, sobre el destino de los recurso lo 
que viola el principio de certeza, así como la transparencia en el 
registro de los mismos. No tener en cuenta esta situación implicaría 
dejar sin contenido normativo una disposición legal que impone una 
obligación a los partidos políticos, que además tiene relación con la 
rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
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diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 11.1 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad debe tener en cuenta que el Partido 
Revolucionario Institucional ya fue sancionado por una conducta 
similar, misma que en su momento fue considerada como 
medianamente grave, tal y como consta en la Resolución del Consejo 
General del Instituto Federal Electoral respecto de las irregularidades 
detectadas en la revisión de los Informes Anuales del ejercicio 1999. 
En consecuencia, se actualiza el supuesto de reincidencia. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
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Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el destino de los recursos de los partidos políticos de manera 
fehaciente. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 
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g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
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Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $10,208.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso  b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en 50 salario mínimos 
diarios generales de 2003 para el Distrito Federal equivalentes a 
$2,182.50 (dos mil ciento ochenta y dos pesos 50/100). 
 
 
ñ) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 24 lo siguiente: 
 

“En el rubro “Gastos Operativos”, se localizaron comprobantes por 
concepto de toner, tintas, cajas de disquetes y cartuchos por un 
importe de $13,991.06, sin embargo, el partido no reportó 
Transferencias en Especie de los Comités Directivos Estatales, 
toda vez que el mismo señala que corresponden a dichos 
Comités, motivo por el cual el partido incumplió con lo dispuesto 
en los artículos 2.1, 2.2 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 2.1, 2.2 y 19.2 del Reglamento que Establece los 
Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y 
Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos 
Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la 
Presentación de sus Informes, por lo que se hace del 
conocimiento del Consejo General para efectos de lo establecido 
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en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que en el rubro 
“Gastos Operativos”, se localizaron comprobantes por concepto de 
toner, tintas, cajas de disquetes y cartuchos, sin que el partido haya 
reportado transferencias en especie de los Comités Directivos 
Estatales, toda vez que el mismo señala que corresponden a dichos 
Comités, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 2.1, 2.2 
y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no reporta las transferencias en especie de los 
correspondientes Comités Directivos Estatales a las campañas 
electorales respectivas. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
las transferencias realizadas que se traducen en aportaciones en 
especie las cuales tienen que ser documentadas y registradas en cada 
campaña que fue beneficiada y con ello reconocer el gasto 
correspondiente para efectos de topes de campaña. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
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dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar la manera en que se realizan las transferencias 
referidas, impide que la Comisión de Fiscalización tenga la posibilidad 
de revisar integralmente los informes correspondientes. Esto tiene 
como consecuencia que el Consejo General no pueda vigilar a 
cabalidad que las actividades de los partidos se desarrollen con apego 
a la ley y se vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible 
verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad 
de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 2.1, 2.2 y 19.2 del Reglamento de la 
materia, constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el 
artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los elementos 
típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con una base 
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legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la 
facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de informar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, sobre el origen de los recurso lo que viola el 
principio de certeza, en el sentido de que la autoridad electoral pueda 
tener sobre la realización de las transferencias realizadas a los 
respectivos Comités Directivos Estatales. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 2.1, 2.2 y 19.2 
del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
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proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
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En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
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involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $13,991.06, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 80 días de salario mínimo diario 
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general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$3,492.00 (tres mil cuatrocientos noventa y dos pesos 00/100 M.N.). 
 
o) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 25 lo siguiente: 
 

“En el rubro “Gastos Operativos” se observó un registro contable, 
el cual no presentó documentación que acreditara la finalidad del 
gasto en la campaña federal por un importe de $20,720.72. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 19.2 del Reglamento que establece los lineamientos, 
formatos instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora 
aplicables a los partidos políticos en el registro de sus ingresos y 
egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace 
del conocimiento del Consejo General para efectos de lo 
establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político no presentó aclaración alguna respecto a un requerimiento de 
autoridad, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 19.2 
del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presentó la documentación comprobatoria que le fue 
observada. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
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certeza y transparencia con el objeto de despejar obstáculos o 
barreras para que la autoridad pueda realizar su función fiscalizadora. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con un 
requerimiento de autoridad, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente lo relativo a los informes 
presentados por el partido en el periodo correspondiente y, por lo 
tanto, informar al Consejo General sobre la veracidad de los mismos. 
Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no pueda 
vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se desarrollen 
con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza, en tanto que no 
es posible verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido con la 
totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
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para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en los informes. No tener en cuenta 
esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición 
legal que impone una obligación a los partidos políticos, que además 
tiene relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos 
públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
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“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
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faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
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antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $20,720.72, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
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de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 100 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$4,365.00 (cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N). 
 
x) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 26 lo siguiente: 
 

“Se localizaron físicamente dos recibos “CF-REPAP” que tienen el 
mismo número de folio, lo cual da motivo de incertidumbre a esta 
Autoridad Electoral en cuanto a la utilización de los mismos. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 14.7, 14.8 y 14.9 
del Reglamento que establece los lineamientos, formatos 
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora 
aplicables a los partidos políticos en el registro de sus ingresos y 
egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace 
del conocimiento del Consejo General para efectos de lo 
establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que existió una 
duplicidad de 2 recibos REPAP que tienen el mismo número de folio, 
razón por la que esta autoridad electoral determinó que incumplió con 
lo dispuesto en los artículos 14.7, 14.8 y 14.9 del Reglamento de la 
materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual 
genera incertidumbre a esta autoridad electoral sobre la utilización de 
los recibos REPAP. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
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certeza y la transparencia que la autoridad electoral pueda tener sobre 
el uso de los recursos que utilizó el partido político, toda vez que el fin 
de los recibos REPAP es permitir a la autoridad electoral verificar que 
las erogaciones que hacen los partidos políticos que realiza por 
reconocimientos para sus actividades políticas, así como contar con el 
respaldo de verificación de los egresos que se revisan por esta vía. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Debe señalarse que los formatos establecidos en el Reglamento de la 
materia tienen la finalidad de facilitar a los partidos políticos el registro 
y control de sus ingresos y egresos, según sea el caso, buscando 
sobre todo una estandarización de los informes. En el caso específico 
es necesario que se cumpla a cabalidad con lo establecido en la 
norma, pues de ello depende el grado de certeza que se le genera a la 
autoridad. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
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la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 14.7, 
14.8 y 14.9 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del 
tipo; que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, sobre el destino de las erogaciones de los 
recurso lo que viola el principio de certeza y transparencia, en el 
sentido de que al existir duplicidad de recibos REPAP genera 
incertidumbre sobre el número efectivo de recibos impresos. No tener 
en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el uso de 
recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 14.7, 14.8 y 14.9 del Reglamento 
multicitado. 
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Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
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concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
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Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
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Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 200 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$8,730.00 (ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
y) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 27 lo siguiente: 
 

“De la revisión al consecutivo de recibos “REPAP-CF” se 
localizaron recibos que no reúnen la totalidad de los datos, por un 
importe total de $54,267.00. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 11.5, 14.2 y 19.2 
del Reglamento que establece los lineamientos, formatos 
instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora 
aplicables a los partidos políticos en el registro de sus ingresos y 
egresos y en la presentación de sus informes, por lo que se hace 
del conocimiento del Consejo General para efectos de lo 
establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña recibos REPAP sin 
la totalidad de los requisitos exigidos, razón por la que esta autoridad 
electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 
11.5, 14.2 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual 
genera incertidumbre a esta autoridad electoral sobre la utilización de 
los recibos REPAP. 
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A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es la 
certeza y la transparencia que la autoridad electoral pueda tener sobre 
el uso de los recursos que utilizó el partido político, toda vez que el fin 
de los recibos REPAP es permitir a la autoridad electoral verificar que 
las erogaciones que hacen los partidos políticos que realiza por 
reconocimientos para sus actividades políticas, así como contar con el 
respaldo de verificación de los egresos que se revisan por esta vía. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar fehacientemente las erogaciones que realiza 
dentro del periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de 
Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos 
del partido en el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al 
Consejo General sobre el destino de los mismos que efectivamente 
utilizó el partido político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo 
General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los 
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partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de 
certeza, en tanto que no es posible verificar que los partidos políticos 
hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que están 
sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 11.5, 
14.2 y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del 
tipo; que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de entregar 
la documentación comprobatoria de los egresos relativos a 
reconocimientos para sus actividades políticas con la totalidad de los 
requisitos que exige el Reglamento de la materia lo que viola el 
principio de certeza, en el sentido de que la autoridad electoral pueda 
tener sobre el destino de los recursos que egresó el partido político. 
No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a los 
partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
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Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 11.5, 14.2 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad debe tener en cuenta que el Partido 
Revolucionario Institucional ya fue sancionado por una conducta 
similar, misma que en su momento fue considerada como 
medianamente grave, tal y como consta en la Resolución del Consejo 
General del Instituto Federal Electoral respecto de las irregularidades 
detectadas en la revisión de los Informes Anuales del ejercicio 2001. 
En consecuencia, se actualiza el supuesto de reincidencia. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
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Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia genera 
incertidumbre de la documentación comprobatoria de egresos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 
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f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
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por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $54,267.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 186 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$8,118.90 (ocho mil ciento dieciocho pesos 90/100 M.N.). 
 
z) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 28 lo siguiente: 
 

“De la revisión de recibos “REPAP-CF” se localizaron recibos que 
fueron efectuados con cheque a nombre de una tercera persona y 
no a nombre del beneficiario por $87,550.00 ($62,550 y $25,000) 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 11.5 y 14.2 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 
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Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña documentación 
comprobatoria de egresos a nombre de un tercero y no a nombre de la 
persona a la que se le emitió el cheque, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 11.5 y 14.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no entrega documentación comprobatoria de sus egresos que 
haga prueba plena, toda vez que los recibos REPAP tienen como 
beneficiario a una persona distinta de aquella a la que se expidió el 
cheque. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la veracidad de lo reportado en sus informes, máxime si se toma en 
cuenta que la documentación comprobatoria de los egresos de los 
partidos son considerados como elemento probatorio del destino final 
de los recursos de los partidos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
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Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar fehacientemente los gastos realizados dentro 
del periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de 
Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos 
del partido en el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al 
Consejo General sobre el destino de los mismos que efectivamente 
utilizó el partido político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo 
General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los 
partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de 
certeza, en tanto que no es posible verificar que los partidos políticos 
hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que están 
sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 11.5 
y 14.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
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por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, sobre el destino de los recursos lo 
que viola el principio de certeza, así como la transparencia en el 
registro de los mismos. No tener en cuenta esta situación implicaría 
dejar sin contenido normativo una disposición legal que impone una 
obligación a los partidos políticos, que además tiene relación con la 
rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 11.5 y 14.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
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Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el destino de los recursos de los partidos políticos de manera 
fehaciente. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
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b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
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En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $87,550.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 300 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$13,095.00 (trece mil noventa y cinco pesos 00/100 M.N.). 
 
a’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 30 lo siguiente: 
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“Se localizó el registro de pólizas que presentan como soporte 
documental facturas por concepto de publicaciones en prensa, sin 
embargo, el partido no presentó las inserciones en prensa 
correspondientes por un monto de $515,143.80, como se integra a 
continuación: 
 

RUBRO IMPORTE 
$427,987.80

17,556.00
Gastos en Prensa 

69,600.00
TOTAL $515,143.80

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 12.7 y 19.2 del Reglamento que establece los 
lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y guía 
contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el registro de 
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 
 

Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña el registro de pólizas 
que presenta como soporte documental facturas por concepto de 
publicaciones en prensa, sin embargo, el partido no presentó las 
inserciones en prensa correspondientes, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.7 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no proporciona las inserciones en prensa para que esta 
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autoridad tenga la posibilidad de cotejar los gastos amparados con la 
documentación comprobatoria y saber si realmente lo reportado tiene 
veracidad. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la veracidad del gasto realizado para campaña, toda vez que la 
presentación de la página completa de un ejemplar original de las 
publicaciones que contengan las inserciones en prensa es el medio de 
compulsa idóneo para cotejar que el gasto efectivamente se realizó 
como se señala en el registro de las respectivas pólizas. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
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revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.7 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de presentar 
a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, un ejemplar original de las publicaciones que 
contengan las inserciones en prensa, lo que a la postre conlleva a no 
tener el medio de compulsa fehaciente de lo reportado por ese gasto. 
No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a los 
partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.7 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
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Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza un medio de comprobación fehaciente relativo a gastos en 
prensa. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
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Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
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como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 



 125

Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $515,143.80, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 3,540 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$154,521.00 (ciento cincuenta y cuatro mil quinientos veintiún pesos 
00/100 M.N.) 
 
b’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 31 lo siguiente: 
 

“El partido no presentó cuatro facturas por un importe de 
$95.000.00 con sus correspondientes desplegados debidamente 
vinculados. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 12.7 y 19.2 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
presentó cuatro facturas con sus correspondientes desplegados 
debidamente vinculados, razón por la que esta autoridad electoral 
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determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 12.7 y 19.2 
del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no proporciona la documentación soporte de egresos, así 
como las inserciones en prensa, lo que se traduce en la imposibilidad 
para esta autoridad electoral para saber sí realmente lo reportado 
tiene veracidad. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma se 
relaciona, por una parte, con el principio de certeza, en tanto que es 
deber de los partidos políticos comprobar, en el momento oportuno y 
en el plazo que legalmente se señala, el origen, monto y destino de 
cada una de las erogaciones relacionadas con las campañas 
electorales a efecto de que la autoridad fiscalizadora cuente con la 
totalidad de elementos para llevar a cabo la revisión y verificación de 
lo reportado; y estar en posibilidad de compulsar cada uno de los 
gastos dentro del periodo en el que efectivamente fueron ejercidos. 
Por otra parte, en este caso, la norma encuentra vinculación con el 
principio de equidad, en tanto que los partidos políticos tienen la 
obligación de reportar la totalidad de lo erogado en las campañas 
electorales, de tal manera que, como consecuencia de la información 
proporcionada, la autoridad electoral lleve a cabo la sumatoria de lo 
gastado en cada una de ellas a efecto de considerar todas y cada una 
de las erogaciones para el cálculo de topes de gasto de campaña y así 
garantizar las condiciones de equidad en la contienda. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
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obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al código federal electoral y cumplan con las 
obligaciones a que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en 
su caso, imponer las sanciones que correspondan, en los términos 
previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de acreditar el destino de los recursos dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino final de los mismos. Esto tiene como consecuencia 
que el Consejo General no pueda vigilar a cabalidad que las 
actividades de los partidos se desarrollen con apego a la ley y se 
vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible verificar que 
los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de 
obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 12.7 
y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
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En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de informar y 
comprobar a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, sobre el destino de los recurso lo 
que viola el principio de certeza, en el sentido de que la autoridad 
electoral pueda tener sobre su destino final, así como la transparencia 
en el registro de sus egresos. No tener en cuenta esta situación 
implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal que 
impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 12.7 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
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específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave especial, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
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b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 



 131

En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $95,00.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 652 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$28,459.80 (veintiocho mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 
80/100 M.N.). 
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c’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 32 lo siguiente: 
 

“El partido presentó documentación comprobatoria en copia 
fotostática por un importe de $19,800.00, en consecuencia al no 
presentar el comprobante original, incumplió con lo dispuesto en 
los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento de mérito. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los 11.1 y 19.2 del Reglamento 
que establece los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de 
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos 
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de 
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
presentó documentación comprobatoria relativa a egresos en copia 
fotostática, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento 
de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en exhibir documentación comprobatoria en original de los 
gastos que realizó el partido político. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 



 133

la documentación comprobatoria que presenta el partido relativo a los 
gastos realizados, toda vez que una fotocopia no hace prueba plena 
de comprobación del egreso. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar la documentación comprobatoria de sus 
egresos en original dentro del periodo establecido por la ley, impide 
que la Comisión de Fiscalización tenga certeza sobre la misma. Esto 
tiene como consecuencia que el Consejo General no pueda tener 
certeza de que los partidos se desarrollen con apego a la ley, en tanto 
que no es posible verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido 
con la totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
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revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 11.1 
y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave, pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en sus informes, es decir, la 
documentación presentada no hace prueba plena del egreso, pues no 
se presenta en original como lo exige el artículo 11.1 del Reglamento 
de mérito. No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin 
contenido normativo una disposición legal que impone una obligación 
a los partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 



 135

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
toda vez que la documentación en copia fotostática no hace prueba 
plena del egreso a comprobar. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
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que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
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Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $19,800.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
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Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 181 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$7,900.65 (siete mil novecientos pesos 65/100 M.N.). 
 
d’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 33 lo siguiente: 
 

“De la compulsa de la información proporcionada por las Vocalías 
Ejecutivas Locales contra la propaganda en prensa reportada y 
registrada por los partidos políticos y el partido durante el Proceso 
Electoral Federal de 2003, se determinó que en 5 Estados, el 
partido omitió reportar en sus Informes de Campaña el gasto 
generado de 549 inserciones en prensa. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 49-A, párrafo 1, 
inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 2.1, 3.7, 4.7, 11.1, 12.6, 12.7, 17.3, y 19.2 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
reportó el gasto de 549 inserciones en prensa, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
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artículos 49-A, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales; 2.1, 3.7, 4.7, 11.1, 12.6, 12.7, 17.3, y 
19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no reportó a esta autoridad 549 inserciones en prensa, lo que 
se traduce en la ocultación de información a esta autoridad electoral 
sobre los ingresos y/o egresos realizados por el partido. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma se 
relaciona, por una parte, con el principio de certeza, en tanto que es 
deber de los partidos políticos comprobar, en el momento oportuno y 
en el plazo que legalmente se señala, el origen, monto y destino de 
cada una de las erogaciones relacionadas con las campañas 
electorales a efecto de que la autoridad fiscalizadora cuente con la 
totalidad de elementos para llevar a cabo la revisión y verificación de 
lo reportado; y estar en posibilidad de compulsar cada uno de los 
ingresos y gastos dentro del periodo en el que efectivamente fueron 
ejercidos. Por otra parte, en este caso, la norma encuentra vinculación 
con el principio de equidad, en tanto que los partidos políticos tienen la 
obligación de reportar la totalidad de lo erogado y lo ingresado en las 
campañas electorales, de tal manera que, como consecuencia de la 
información proporcionada, la autoridad electoral lleve a cabo la 
sumatoria de lo gastado en cada una de ellas a efecto de considerar 
todas y cada una de las erogaciones para el cálculo de topes de gasto 
de campaña y así garantizar las condiciones de equidad en la 
contienda. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
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políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de reportar la totalidad de sus ingresos y egresos de los 
recursos dentro del periodo establecido por la ley, impide que la 
Comisión de Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente 
los ingresos y egresos del partido en el periodo correspondiente y, por 
lo tanto, informar al Consejo General sobre el destino y origen de los 
mismos que efectivamente utilizó el partido político. Esto tiene como 
consecuencia que el Consejo General no pueda vigilar a cabalidad 
que las actividades de los partidos se desarrollen con apego a la ley y 
se vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible verificar 
que los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de 
obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 49-
A, párrafo 1, inciso b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 2.1, 3.7, 4.7, 11.1, 12.6, 12.7, 17.3, y 19.2 
del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que de 
manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
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esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de reportar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, la totalidad de los ingresos y egresos de los 
recurso lo que viola el principio de certeza, en el sentido de que la 
autoridad electoral pueda tener sobre su origen y destino final, así 
como la transparencia en el registro de los mismos. No tener en 
cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el origen 
y uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 49-A, párrafo 1, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 2.1, 3.7, 4.7, 
11.1, 12.6, 12.7, 17.3, y 19.2 del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
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proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que el partido no reporto la totalidad de los 
egresos, lo que se traduce en una conducta dolosa y no una falta de 
cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
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En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
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involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
0.17% (punto  diecisiete por ciento) de la ministración mensual que le 
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corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para 
el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta 
alcanzar un monto liquido de $549,000.00 (quinientos cuarenta y 
nueve mil pesos 00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del 
mes siguiente a aquél en que quede firme la presente resolución. 
 
 
e’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 34 lo siguiente: 
 

“En el rubro “Gastos en Radio” se observó el registro de una 
factura por concepto de transmisiones de spots en radio, que 
corresponde a un candidato diferente al de registro, mismo que se 
encuentra duplicado por un importe total de $22,540.00 
($11,270.00 duplicado). 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en el artículo 19.2 del Reglamento 
que establece los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de 
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos 
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de 
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que existió en el 
rubro “Gastos en Radio” el registro de una factura por concepto de 
transmisiones de spots en radio, que corresponde a un candidato 
diferente al de registro, mismo que se encuentra duplicado, razón por 
la que esta autoridad electoral determinó que incumplió con lo 
dispuesto en el artículo 19.2 del Reglamento de la materia. 
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Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no realiza las correcciones en sus registros contables por lo 
que se refiere a la duplicidad en su contabilidad. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es el 
desarrollo de la fiscalización con el objeto de despejar obstáculos o 
barreras para que la autoridad pueda realizar su función fiscalizadora. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego a este Código y cumplan con las obligaciones a 
que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, 
imponer las sanciones que correspondan, en los términos previstos en 
la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con un 
requerimiento de autoridad, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente lo relativo a los informes 
presentados por el partido en el periodo correspondiente y, por lo 
tanto, informar al Consejo General sobre la veracidad de los mismos. 
Esto tiene como consecuencia que el Consejo General se vea 
obstaculizado en el buen desarrollo de su tarea fiscalizadora. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político al artículo 19.2 del 
Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que de 
manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los 
elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con 
una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta 
autoridad la facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como leve pues este tipo 
de conductas no impiden que la autoridad electoral federal tenga 
certeza sobre la veracidad de lo reportado en los informes. Sin 
embargo, sí se obstaculiza el buen desarrollo de la fiscalización. No 
tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo 
una disposición legal que impone una obligación a los partidos 
políticos, que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre 
el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances del artículo 19.2 del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
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“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como leve, procede a justificar la sanción que resulte 
aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como leve. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
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faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
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antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, tiene en cuenta las 
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circunstancias del caso y la gravedad de la falta por lo que se fija la 
sanción consistente en amonestación pública. 
 
f’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 35 lo siguiente: 
 

“El partido presento facturas por un importe de $756,017.00 en las 
que el total de promocionales, periodos de transmisión, valor 
unitario y folios de órdenes de compra no coinciden con el 
reflejado en las hojas membreteadas, integrado de la siguiente 
manera: 
 

RUBRO IMPORTE 
Gastos en Radio $551,410.50 
Gastos en Televisión $204,606.50 
TOTAL $756,017.00 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 12.8 y 19.2 del Reglamento que establece 
los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y 
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el 
registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus 
informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó facturas en las que el total de promocionales, 
periodos de transmisión, valor unitario y folios de órdenes de compra 
no coinciden con el reflejado en las hojas membreteadas, razón por la 
que esta autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto 
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en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento 
de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas correspondientes a las 
facturas relativas a los gastos de radio y televisión, imposibilitando el 
cotejo de la información presentada. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
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Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas correspondientes a 
las facturas relativas a los gastos de radio y televisión dentro del 
periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en 
el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos que efectivamente utilizó el partido 
político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no 
pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se 
desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza y 
transparencia, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
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fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
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También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 
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d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
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ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $756,017.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 1,731 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$75,558.15 (setenta y cinco mil quinientos cincuenta y ocho pesos 
15/100 M.N.). 
 
g’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 36 lo siguiente: 
 

“De la revisión a las hojas membreteadas de la empresa, se 
observaron por un importe total de $389,597.00, misma que no 
reúnen la totalidad de los requisitos establecidos en la 
normatividad aplicable, integrado de la siguiente forma: 
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RUBRO IMPORTE 
Gastos en Radio $102,188.00 
Gastos en Televisión $287,409.00 
TOTAL $389,597.00 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 12.8 y 19.2 del Reglamento que establece 
los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y 
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el 
registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus 
informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó hojas membreteadas sin la totalidad de los requisitos 
exigidos por la normatividad, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 
1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas con la totalidad de los 
requisitos, impidiendo a esta autoridad electoral tenga certeza de que 
la documentación comprobatoria corresponde al egreso en medios 
masivos de comunicación. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
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para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas con la totalidad de los 
requisitos exigidos relativas a los gastos de radio y televisión dentro 
del periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de 
Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos 
del partido en el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al 
Consejo General sobre el destino de los mismos que efectivamente 
utilizó el partido político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo 
General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los 
partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de 
certeza y transparencia, en tanto que no es posible verificar que los 
partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a 
que están sujetos. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
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Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
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conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 
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Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
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00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $389,597.00, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 886 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$38,673.90 (treinta y ocho mil seiscientos setenta y tres pesos 90/100 
M.N.). 
 
h’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 37 lo siguiente: 
 

“En el rubro de “Gastos de Televisión”, se observaron facturas por 
un importe de $43,990.39 ($11,500.00, $29,999.99 y $2,490.40), 
en las que el importe no coincidía con el total reflejado en las 
hojas membreteadas. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 12.8 y 19.2 del Reglamento que establece 
los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y 
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el 
registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus 
informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 
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Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó facturas cuyo importe no coincide con el reflejado en 
las hojas membreteadas, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 
1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas correspondientes a las 
facturas relativas a los gastos de televisión. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
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Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas correspondientes a 
las facturas relativas a los gastos de televisión dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos que efectivamente utilizó el partido 
político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no 
pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se 
desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza y 
transparencia, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
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En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
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específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
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a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
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En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $43,990.39, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 100 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$4,365.00 (cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 
 
i’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 38 lo siguiente: 
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“Se observaron facturas que carecen de sus respectivas hojas 
membreteadas, por un importe de $222,901.50. 

 
IMPORTE RUBRO 

DIRECTOS CENTRALIZADOS TOTAL 
Gastos en 
televisión 

$6,050.00 $216,851.50 $222,901.50 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 12.8 y 19.2 del Reglamento que establece 
los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y 
guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el 
registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus 
informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, inciso b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político no presentó hojas membreteadas relativas a gastos en 
televisión, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 
19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas, impidiendo a esta 
autoridad electoral cotejar con la documentación comprobatoria el 
egreso en medios masivos de comunicación. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
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una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas relativas a gastos en 
televisión dentro del periodo establecido por la ley, impide que la 
Comisión de Fiscalización tenga la posibilidad de revisar integralmente 
los egresos del partido en el periodo correspondiente y, por lo tanto, 
informar al Consejo General sobre el destino de los mismos que 
efectivamente utilizó el partido político. Esto tiene como consecuencia 
que el Consejo General no pueda vigilar a cabalidad que las 
actividades de los partidos se desarrollen con apego a la ley y se 
vulnera el principio de certeza y transparencia, en tanto que no es 
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posible verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido con la 
totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
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diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; 12.8 y 19.2 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
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obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 
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Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
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consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $222,901.50, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 510 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$22,261.50 (veintidós mil doscientos sesenta y un pesos 50/100 M.N.). 
 
j’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 39 lo siguiente: 

 
39. De los datos arrojados por el monitoreo a los medios de 
comunicación de televisión ordenado por el Instituto Federal 
Electoral, y una vez aplicados a éstos las diferencias explicadas 
por el Partido Revolucionario Institucional en sus diversas 
respuestas, se desprende que el partido reportó los 
promocionales trasmitidos en los diversos canales de televisión, 
con excepción de 773 promocionales clasificados en los 
siguientes 606 spots transmitidos en televisión, que a 
continuación se señalan: 
 

Spots clasificados por número de 
impactos   

1 impacto 2 impactos 3 impactos 
Total 
spots 

Total 
promocionales

477 91 38 606 773 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 12.8 y 19.2 del 
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Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, 
Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora 
Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus 
Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, por lo 
que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos de 
lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b), del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido no 
reportó el gasto de 773 promocionales, razón por la que esta autoridad 
electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 
12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no reportó a esta autoridad 773 promocionales clasificados en 
606 spots, lo que se traduce en la ocultación de información a esta 
autoridad electoral sobre los egresos del partido. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma se 
relaciona, por una parte, con el principio de certeza, en tanto que es 
deber de los partidos políticos comprobar, en el momento oportuno y 
en el plazo que legalmente se señala, el origen, monto y destino de 
cada una de las erogaciones relacionadas con las campañas 
electorales a efecto de que la autoridad fiscalizadora cuente con la 
totalidad de elementos para llevar a cabo la revisión y verificación de 
lo reportado; y estar en posibilidad de compulsar cada uno de los 
ingresos y gastos dentro del periodo en el que efectivamente fueron 
ejercidos. Por otra parte, en este caso, la norma encuentra vinculación 
con el principio equidad, en tanto que los partidos políticos tienen la 
obligación de reportar la totalidad de lo erogado en las campañas 
electorales, de tal manera que, como consecuencia de la información 
proporcionada, la autoridad electoral lleve a cabo la sumatoria de lo 
gastado en cada una de ellas a efecto de considerar todas y cada una 
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de las erogaciones para el cálculo de topes de gasto de campaña y así 
garantizar las condiciones de equidad en la contienda. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de reportar la totalidad de sus egresos dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino y origen de los mismos. Esto tiene como 
consecuencia que el Consejo General no pueda vigilar a cabalidad 
que las actividades de los partidos se desarrollen con apego a la ley y 
se vulnera el principio de certeza, en tanto que no es posible verificar 
que los partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de 
obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
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la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 12.8 
y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de reportar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, la totalidad de los ingresos y egresos de los 
recurso lo que viola el principio de certeza, en el sentido de que la 
autoridad electoral pueda tener sobre su origen y destino final, así 
como la transparencia en el registro de los mismos. No tener en 
cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo una 
disposición legal que impone una obligación a los partidos políticos, 
que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre el origen 
y uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 12.8 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
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Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que el partido ocultó información, lo que se 
traduce en una conducta dolosa y no una falta de cuidado por parte 
del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave mayor, dado 
que se está en presencia de una falta cuya consecuencia obstaculiza 
el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el conocer el 
origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
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Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
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como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
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Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
2.13% (dos punto trece por ciento) de la ministración mensual que 
corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para 
el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanente, hasta 
alcanzar un monto líquido de $3,364,000.00 (tres millones trescientos 
sesenta y cuatro mil pesos 00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a 
partir del mes siguiente a aquél en que quede firme la presente 
resolución. 
 
k’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 40 lo siguiente: 
 
 

“Se localizaron facturas por un importe total de $202,500.46 que 
presentan hojas membreteadas que no coinciden con las facturas, 
como a continuación se señala: 
 

CONCEPTO IMPORTE 
Gastos de Radio $57,500.00 

100,000.01 Gastos de Televisión 
 45,000.45 
TOTAL $202,500.46 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 38, párrafo 1, 
inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 12.8 del Reglamento que establece los 
lineamientos, formatos instructivos, catálogos de cuentas y guía 
contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el registro de 
sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, por 
lo que se hace del conocimiento del Consejo General para efectos 
de lo establecido en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.” 
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Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó facturas las cuales no coinciden con el reflejado en 
las hojas membreteadas, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 38, párrafo 
1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 12.8 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas correspondientes a las 
facturas relativas a los gastos de radio y televisión. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
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Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas correspondientes a 
las facturas relativas a los gastos de televisión dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en el 
periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos. Esto tiene como consecuencia que el 
Consejo General no pueda vigilar a cabalidad que las actividades de 
los partidos se desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio 
de certeza y transparencia, en tanto que no es posible verificar que los 
partidos políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a 
que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 38, 
párrafo 1, inciso k) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 12.8 del Reglamento de la materia, 
constituyen una parte del tipo; que de manera conjunta con el artículo 
269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, establecen los elementos típicos de la 
conducta sancionable, es decir, cuenta con una base legal y 
configuración reglamentaria que otorgan a esta autoridad la facultad 
de imponer una sanción por su incumplimiento. 
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En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, incisos a) y b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 38, párrafo 1, inciso k) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 12.8 del 
Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
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específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
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a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
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En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $202,500.46, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 463 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$20,209.95 (veinte mil doscientos nueve pesos 95/100 M.N.). 
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l’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 41 lo siguiente: 
 

“Se localizó una factura por el importe de $2,875,000.00, que el 
partido no reportó en los Informes de Campaña como un gasto de 
campaña. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 12.6 y 19.2 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, incisos b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña una factura que el 
partido no reportó como un gasto de campaña, razón por la que esta 
autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 12.6 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no reporta un gasto de campaña en su informe, lo que se 
traduce en la ocultación de información a esta autoridad electoral 
sobre los egresos realizados para gastos de campaña. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma se 
relaciona, por una parte, con el principio de certeza, en tanto que es 
deber de los partidos políticos comprobar, en el momento oportuno y 
en el plazo que legalmente se señala, el monto y destino de cada una 
de las erogaciones relacionadas con las campañas electorales a 
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efecto de que la autoridad fiscalizadora cuente con la totalidad de 
elementos para llevar a cabo la revisión y verificación de lo reportado; 
y estar en posibilidad de compulsar cada uno de los gastos dentro del 
periodo en el que efectivamente fueron ejercidos. Por otra parte, en 
este caso, la norma encuentra vinculación con el principio equidad, en 
tanto que los partidos políticos tienen la obligación de reportar la 
totalidad de lo erogado y lo ingresado en las campañas electorales, de 
tal manera que, como consecuencia de la información proporcionada, 
la autoridad electoral lleve a cabo la sumatoria de lo gastado en cada 
una de ellas a efecto de considerar todas y cada una de las 
erogaciones para el cálculo de topes de gasto de campaña y así 
garantizar las condiciones de equidad en la contienda. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de reportar la totalidad de sus egresos dentro del periodo 
establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización tenga 
la posibilidad de revisar integralmente los mismos en el periodo 
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correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General sobre el 
destino de los mismos que efectivamente utilizó el partido político. 
Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no pueda 
vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se desarrollen 
con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza, en tanto que no 
es posible verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido con la 
totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 12.6, 
y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de reportar a 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, la totalidad de los egresos relativos a 
campaña de los recurso lo que viola el principio de certeza, en el 
sentido de que la autoridad electoral pueda tener sobre su origen y 
destino final, así como la transparencia en el registro de los mismos. 
No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a los 
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partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el origen y uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 12.6 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 



 195

Además, se considera que el partido ocultó información, lo que se 
traduce en una conducta dolosa y no una falta de cuidado por parte 
del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave especial, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer el origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 



 196

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
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General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $2,875,000.00, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
0.18% (punto  dieciocho por ciento) de la ministración mensual que le 
corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público para 
el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta 
alcanzar un monto liquido de $287,500.00 (doscientos ochenta y siete 
mil quinientos  pesos 00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a 
partir del mes siguiente a aquél en que quede firme la presente 
resolución. 
 
 
m’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 42 lo siguiente: 
 

“Se localizaron hojas membreteadas que no reunían la totalidad 
de los requisitos solicitados, como se señala a continuación: 
 
 
 

CONCEPTO IMPORTE 
Gasto en Televisión $7,000.01 
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Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en el artículo 12.8 del Reglamento 
que establece los lineamientos, formatos instructivos, catálogos de 
cuentas y guía contabilizadora aplicables a los partidos políticos 
en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de 
sus informes, por lo que se hace del conocimiento del Consejo 
General para efectos de lo establecido en el artículo 269, párrafo 
2, incisos  b) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó hojas membreteadas sin la totalidad de los requisitos 
exigidos por la normatividad, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en el artículo 12.8 del 
Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no presenta las hojas membreteadas con la totalidad de los 
requisitos, impidiendo a esta autoridad electoral cotejar con la 
documentación comprobatoria el egreso en medios masivos de 
comunicación. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
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ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al código federal electoral y cumplan con las 
obligaciones a que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en 
su caso, imponer las sanciones que correspondan, en los términos 
previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas con la totalidad de los 
requisitos exigidos relativas a los gastos en televisión dentro del 
periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en 
el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos que efectivamente utilizó el partido 
político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no 
pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se 
desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza y 
transparencia, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
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En este caso, el incumplimiento del partido político al artículo 12.8 del 
Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; que de 
manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, establecen los 
elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, cuenta con 
una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a esta 
autoridad la facultad de imponer una sanción por su incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances del 12.8 del Reglamento multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
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sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
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faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
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antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $7,000.01, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal 



 204

de Instituciones y Procedimientos Electorales, tiene en cuenta las 
circunstancias del caso y la gravedad de la falta por lo que se fija la 
sanción consistente en amonestación pública. 
 
n’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 43 lo siguiente: 
 

“Se localizaron facturas en copia fotostática por un importe total de 
$28,031.25 por concepto de gastos en televisión. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 11.1 y 19.2 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, incisos b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
presentó documentación comprobatoria de egresos en copia 
fotostática, razón por la que esta autoridad electoral determinó que 
incumplió con lo dispuesto en los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento 
de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido se abstuvo de realizar una obligación de “hacer” o que requería 
una actividad positiva, prevista en el Reglamento de la materia, 
consistente en exhibir documentación comprobatoria en original de los 
gastos que realizó el partido político. 
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A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
la documentación comprobatoria que presenta el partido relativo a los 
gastos realizados, toda vez que una fotocopia no hace prueba plena 
de comprobación del egreso. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar la documentación comprobatoria de sus 
egresos en original dentro del periodo establecido por la ley, impide 
que la Comisión de Fiscalización tenga certeza sobre la misma. Esto 
tiene como consecuencia que el Consejo General no pueda tener 
certeza de que los partidos se desarrollen con apego a la ley, en tanto 
que no es posible verificar que los partidos políticos hubiesen cumplido 
con la totalidad de obligaciones a que están sujetos. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 11.1 
y 19.2 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave, pues este tipo 
de conductas impiden que la autoridad electoral federal tenga certeza 
sobre la veracidad de lo reportado en sus informes, es decir, la 
documentación presentada no hace prueba plena del egreso, pues no 
se presenta en original como lo exige el artículo 11.1 del Reglamento 
de mérito. No tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin 
contenido normativo una disposición legal que impone una obligación 
a los partidos políticos, que además tiene relación con la rendición de 
cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento 
multicitado. 
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Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registros y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a la normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
toda vez que la documentación en copia fotostática no hace prueba 
plena del egreso a comprobar. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
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dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
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resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
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Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta, las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto y que el 
monto implicado asciende a la cantidad de $28,031.25, este Consejo 
General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso b) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, consistente en una multa de 256 días de salario mínimo diario 
general vigente para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a 
$11,174.40 (once mil ciento setenta y cuatro pesos 40/100 M.N.). 
 
o’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 44 lo siguiente: 
 

“En la conclusión 44 del Dictamen Consolidado, se observó que 
los gastos centralizados tanto del Partido Revolucionario 
Institucional como de la coalición “Alianza para Todos” no se 
identifican claramente en la sub-cuenta correspondiente de la 
Balanza de Comprobación del Comité Ejecutivo Nacional del 
Partido Revolucionario Institucional (encargado de las finanzas de 
la citada coalición) sin identificar el importe que corresponde a 
cada uno. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 12.10 y 24.1 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, incisos  b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
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En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que los gastos 
centralizados en prensa, radio y televisión se clasificaron en la cuenta 
512, 513 y 514 respectivamente, sin realizar el desglose en las 
subcuentas correspondientes de los gastos del partido y de la 
Coalición Alianza para Todos, razón por la que esta autoridad electoral 
determinó que incumplió con lo dispuesto en los artículos 12.10 y 24.1 
del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no se ajusta al catálogo de cuentas y la guía contabilizadora 
que establece el Reglamento de la materia, al no identificar claramente 
en las cuentas contables del partido los gastos realizados en prensa, 
radio y televisión, del partido y de la Coalición Alianza para Todos. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es 
principalmente, la certeza que la autoridad electoral pueda tener sobre 
el egreso realizado por el partido en cada uno de los rubros 
correspondientes a prensa, radio y televisión, así como la 
transparencia en el registro de sus egresos. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
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desarrollen con apego al Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y cumplan con las obligaciones a que 
están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las 
sanciones que correspondan, en los términos previstos en la ley. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 
12.10 y 24.1 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del 
tipo; que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) 
del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como leve pues la 
infracción constituyó una inobservancia de normas de carácter 
instrumental en el manejo de los recursos económicos que reciben los 
institutos políticos que facilita el procedimiento de revisión de los 
informes, así como la transparencia en el registro de sus egresos. No 
tener en cuenta esta situación implicaría dejar sin contenido normativo 
una disposición legal que impone una obligación a los partidos 
políticos, que además tiene relación con la rendición de cuentas sobre 
el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
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otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 12.10 y 24.1 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como leve la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esta observación, para luego justificar la 
sanción que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como leve, dado que se 
está en presencia de una falta formal y no de fondo que obstaculice el 
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primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el conocer el 
origen y destino de los recursos de los partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 
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Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
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00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, tiene en cuenta las 
circunstancias del caso y la gravedad de la falta por lo que se fija la 
sanción consistente en amonestación pública. 
 
p’) En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 45 lo siguiente: 
 

“Existen facturas por concepto de gastos en Televisión y Radio 
que corresponden en su totalidad el Partido Revolucionario 
Institucional o, en algunos casos parte de la factura, toda vez que 
en las hojas membreteadas se señala que corresponden a 
distritos de dicho partido. Sin embargo, se distribuyeron entre la 
Coalición con un porcentaje de un 32.33% y el Partido 
Revolucionario Institucional con el 67.67% como a continuación se 
señala: 
 

CAONCEPTO DETERMINADO POR EL PARTIDO DETERMINADO POR AUDITORIA DIFERENCIAS 

 PARTIDO 
REVOLUCIONARI
O INSTITUCIONAL 

COALICIÓN 
ALIANZA PARA 
TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARI
O INSTITUCIONAL 

COALICIÓN 
ALIANZA PARA 
TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARI
O INSTITUCIONAL 

COALICIÓN 
ALIANZA PARA 
TODOS” 

Gastos 
Prorrateados de 
Radio y T.V. 

$60,743,656.93 $31,178,273.41 74,935,442.43 $16,986,487.90 $14,191,785.50 $14,191,785.51 

 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 12.6 y 12.8 del 
Reglamento que establece los lineamientos, formatos instructivos, 
catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicables a los 
partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la 
presentación de sus informes, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
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269, párrafo 2, incisos  b) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación confirmó la acreditación de la irregularidad en cita, se 
procede únicamente a la individualización de la sanción atendiendo a 
los principios y reglas que ordena la sentencia de mérito. 
 
En el caso concreto, la Comisión de Fiscalización encontró en el 
marco de la revisión de los informes de campaña que el partido 
político presentó facturas y hojas membreteadas las cuales 
correspondían al partido político y que fueron reportadas como gastos 
de la Coalición Alianza para Todos, de la que formó parte, razón por la 
que esta autoridad electoral determinó que incumplió con lo dispuesto 
en los artículos 12.6 y 12.8 del Reglamento de la materia. 
 
Por lo tanto, la irregularidad se traduce en una falta mediante la cual el 
partido no señala qué gastos corresponden a la Coalición Alianza para 
Todos y cuáles al Partido Revolucionario Institucional, relativas a las 
facturas relativas a los gastos de radio y televisión. 
 
A partir de lo sostenido por esta autoridad en la resolución CG79/2004, 
es posible concluir que el bien jurídico tutelado por la norma es, por 
una parte, la transparencia entre las operaciones que realicen los 
partidos políticos y los medios masivos de comunicación, lo que sin 
duda opera a favor de la competencia democrática; por otra, la certeza 
para esta autoridad electoral que permite cotejar con mayor precisión 
la información obtenida como resultado del monitoreo de medios con 
la información reportada por cada partido político, así como para 
establecer el prorrateo a efectos de determinar el gasto en campaña. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
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practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego a este Código y cumplan con las obligaciones a 
que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, 
imponer las sanciones que correspondan, en los términos previstos en 
la ley. 
 
Por lo anterior, en el caso de que un partido no cumpla con su 
obligación de presentar las hojas membreteadas correspondientes a 
las facturas relativas a los gastos de radio y televisión dentro del 
periodo establecido por la ley, impide que la Comisión de Fiscalización 
tenga la posibilidad de revisar integralmente los egresos del partido en 
el periodo correspondiente y, por lo tanto, informar al Consejo General 
sobre el destino de los mismos que efectivamente utilizó el partido 
político. Esto tiene como consecuencia que el Consejo General no 
pueda vigilar a cabalidad que las actividades de los partidos se 
desarrollen con apego a la ley y se vulnera el principio de certeza y 
transparencia, en tanto que no es posible verificar que los partidos 
políticos hubiesen cumplido con la totalidad de obligaciones a que 
están sujetos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la omisión que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
En este caso, el incumplimiento del partido político a los artículos 12.6 
y 12.8 del Reglamento de la materia, constituyen una parte del tipo; 
que de manera conjunta con el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
establecen los elementos típicos de la conducta sancionable, es decir, 
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cuenta con una base legal y configuración reglamentaria que otorgan a 
esta autoridad la facultad de imponer una sanción por su 
incumplimiento. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y se confirmó 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral, y conforme a lo dispuesto 
en el artículo 269, párrafo 2, inciso b) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta se califica, en un primer momento, como grave porque se 
trata, precisamente, de un incumplimiento a la obligación de acreditar 
fehacientemente los gastos realizados en medios masivos de 
comunicación a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos y Agrupaciones Políticas, lo que viola el principio de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas. No tener en cuenta esta 
situación implicaría dejar sin contenido normativo una disposición legal 
que impone una obligación a los partidos políticos, que además tiene 
relación con la rendición de cuentas sobre el uso de recursos públicos. 
 
Para efectos de la individualización de la sanción, debe tomarse en 
consideración que el Partido Revolucionario Institucional no podría 
argumentar la ignorancia de las disposiciones legales citadas y, por 
otra parte, conoció desde la sesión del Consejo General del 18 de 
diciembre del 2002, el Reglamento de fiscalización vigente, por lo que 
sabía los alcances de los artículos 12.6 y 12.8 del Reglamento 
multicitado. 
 
Ahora bien, en la sentencia identificada como SUP-RAP-018-2004, la 
Sala Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente:  
 

“... una vez acreditada la infracción cometida por un partido 
político y el grado de responsabilidad, la autoridad electoral debe, 
en primer lugar, determinar, en términos generales, si la falta fue 
levísima, leve o grave, y en este último supuesto precisar la 
magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las siete 
sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del Código 
electoral federal, debe aplicarse. Posteriormente, se debe 
proceder a graduar o individualizar la sanción que corresponda, 
dentro de los márgenes admisibles por la ley.” 
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Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el partido se 
somete al procedimiento de revisión de sus informes. 
 
También se observa que el partido presenta, en términos generales, 
condiciones inadecuadas respecto al control de sus registro y 
documentación de sus ingresos y egresos, particularmente en cuanto 
a su apego a las normatividad electoral, reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado por parte del partido en el manejo de los recursos. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como grave ordinaria, 
dado que se está en presencia de una falta cuya consecuencia 
obstaculiza el primordial objetivo del proceso de fiscalización que es el 
conocer fehacientemente el origen y destino de los recursos de los 
partidos políticos. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
dejar de desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en 
cuenta las circunstancias particulares que se presentaron en el caso 
concreto a efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin 
que ello implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con 
una de sus finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de 
faltas similares que también pudieran afectar los valores protegidos 
por la norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
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especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 

 
f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
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derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso a) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, tiene en cuenta las 
circunstancias del caso y la gravedad de la falta por lo que se fija la 
sanción consistente en amonestación pública. 
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q') En el capítulo de Conclusiones Finales de la Revisión del Informe, 
visibles en el cuerpo del Dictamen Consolidado correspondiente, se 
señala en el numeral 46 lo siguiente: 
 

“Al aplicar las cifras determinadas por auditoría en el prorrateo de 
gastos presentado por el partido, se determinó que en 130 
distritos electorales, se rebasó el tope de gastos de campaña 
establecido para la elección de diputados por el principio de 
mayoría relativa en el proceso electoral de 2003. 
 
Tal situación constituye, a juicio de esta Comisión, un 
incumplimiento a lo establecido en los artículos 41, fracción II, 
último párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 182-A, párrafo 1 del Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, por lo que se hace del conocimiento 
del Consejo General para efectos de lo establecido en el artículo 
269, párrafo 2, inciso f) del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales.” 

 
En acatamiento a lo dispuesto por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el resolutivo tercero 
de la sentencia recaída al recurso de apelación interpuesto por el 
Partido Revolucionario Institucional, identificada con el expediente 
SUP-RAP-18/2004, mediante el cual se ordenó que la autoridad 
electoral vuelva a analizar lo relativo al prorrateo de los gastos a que 
aludió y la posible existencia de irregularidades en relación con el 
rebase a los topes de campaña, fundando y motivando su 
determinación a ese respecto. Por lo que en atención a la instrucción 
de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación se hace la valoración correspondiente. 
 
Mediante escrito número SAF/0344/03 de fecha 19 de diciembre de 
2003, el partido presentó documentación denominada “Prorrateo de 
Gastos Centralizados 2003”, la cual muestra las cifras 
correspondientes a los gastos centralizados realizados por el Partido 
Revolucionario Institucional y la coalición “Alianza para Todos”. A 
continuación se detalla el resumen de dichos gastos: 
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GASTOS PRORRATEADOS 
SEGÚN PARTIDO SEGÚN COALICIÓN 

 “ALIANZA PARA TODOS” 

CONCEPTO 

CEN * DIRECTO 
COMITÉS 

ESTATALES 
DEL 

PARTIDO 

TOTAL CEN-PRI * DIRECTO-
COA 

TOTAL 

TOTAL 

Televisión $55,936,747.59 $540,639.64 $56,477,387.23 $27,737,079.24  $27,737,079.24 $84,214,466.47
Radio 4,806,909.39 517,485.06 5,324,394.45 3,441,194.07  3,441,194.07 8,765,588.52
SUBTOTAL $60,743,656.98 $1,058,124.70 $61,801,781.68 $31,178,273.31 0.00 $31,178,273.31 $92,980,054.99
            
Prensa $200,635.10 $109,000.00 $309,635.10 $180,407.57  $180,407.57 $490,042.67
Producción 8,644,869.62 11,960.00 8,656,829.62 3,413,401.56  3,413,401.56 12,070,231.18
Otros 
Similares 

977,631.10 461,015.66 1,438,646.76 440,623.56 $47,894.63 488,518.19 1,927,164.95

Propaganda 
Electoral y 
Utilitaria 

894,125.00   894,125.00 0.00 7,263,108.12 7,263,108.12 8,157,233.12

SUBTOTAL $10,717,260.82 $581,975.66 $11,299,236.48 $4,034,432.69 $7,311,002.75 $11,345,435.44 $22,644,671.92
            
TOTAL $71,460,917.80 $1,640,100.36 $73,101,018.16 $35,212,706.00 $7,311,002.75 $42,523,708.75 $115,624,726.91

NOTA: * Gastos efectuados en forma centralizada por el Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario 
Institucional, tanto para la coalición “Alianza para Todos” como para el partido. 

 
Ahora bien, el Partido Revolucionario Institucional llevó a cabo gastos 
en forma centralizada que afectaron directamente a los distritos de la 
coalición “Alianza para Todos”. En consecuencia, y como se puede 
observar en el cuadro que antecede de un total de $115,624,726.91 
que fueron prorrateados, $42,523,708.75 le correspondieron a la 
mencionada coalición, mismos que fueron distribuidos entre los 97 
distritos electorales uninominales en los que contendió en forma 
coaligada con el Partido Verde Ecologista de México. Sin embargo, 
dicho monto fue sujeto a observaciones por parte de la autoridad 
electoral, afectando a los distritos del partido. 
 
Por consiguiente, en la parte correspondiente al partido se reportó un 
monto de $73,101,018.16, distribuidos entre los 203 distritos 
electorales en los que contendió por si mismo. 
 
Sin embargo, de la verificación a la documentación de los gastos 
centralizados realizados por el Comité Ejecutivo Nacional del Partido 
Revolucionario Institucional consistente en facturas, hojas 
membreteadas, ordenes de servicio, contratos, correspondientes a 
Televisión y Radio, se observó que los gastos no se aplicaron 
correctamente, toda vez que se aplicó gastos de más ó de menos en 
algunos distritos del partido, tal situación se hizo del conocimiento al 
partido mediante oficio número SCTFRPAP/212/04 de fecha 1 de 
marzo de 2004, recibido el mismo día, en el cual en los anexos 1 y 2 
del citado oficio, se le indicó que los distritos del partido se afectaron 
de la siguiente manera: 
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GASTOS PRORRATEADOS ANEXO CONCEPTO 

CORRESPONDE 
AL PARTIDO 

CORRESPONDE 
A LA COALICION 

INSTITUCIONAL 
TOTAL 

1 Gastos en 
Televisión 

$26,443,650.09 $13,313,177.87 $43,916,998.92 $83,673,826.88 

2 Gastos en 
Radio 

4,574,793.17 3,673,310.29 0.00 8,248,103.46 

TOTAL  $31,018,443.26 $16,986,488.16 $43,916,998.92 $91,921,930.34 
Nota: Los gastos en radio y televisión de los Comités Estatales del partido por $1,058,124.70 citados en el primer cuadro del presente oficio, 
no fueron considerados, toda vez que fueron realizados directamente por los Comités Estatales del Partido Revolucionario Institucional. 

 
Asimismo, en el mencionado oficio en sus anexos 1 y 2 se le señaló al 
partido mediante colores lo siguiente: 
 

RENGLONES 
SOMBREADOS DE 

COLOR: 

DESCRIPCIÓN 

Amarillo No especifica a quien corresponde. 
Verde claro Aplicación correcta al PRI. 
Canela No especifica a quien corresponde ni presenta hojas membreteadas. Por lo tanto, la 

autoridad no puede pronunciarse a quien debe aplicar este gasto. 
Fucsia Aplicación correcta a la coalición.  
Verde Afecta solo al PRI y no debe prorratearse a la Coalición.  
Rosa Afecta solo a la Coalición y no debe prorratearse en los 300 distritos. 
Oro Entidad coaligada que presenta spots del PRI. 

 
Derivado de lo anterior y mediante el oficio antes citado se notificó al 
partido lo siguiente: 
 
“Existían facturas correspondientes a Gastos en Televisión y Radio 
que se distribuyeron entre el partido correspondiéndole un 67.67% y la 
coalición un 32.33%. 
 
Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que señalara los motivos 
del por qué una misma factura se distribuyó tanto para el partido como 
para la coalición ‘Alianza para Todos’, toda vez que se trata de dos 
entes distintos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12.6, 
12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, que a la letra establecen: 

 
Artículo 12.6 
 
‘Los gastos de campaña centralizados y las erogaciones que 
involucren dos o más campañas deberán efectuarse con recursos 
provenientes de cuentas CBCEN o CBE del partido político, y 
serán distribuidos o prorrateados entre las distintas campañas de 
la siguiente forma: 
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a) Por lo menos el cincuenta por ciento del valor de dichas 

erogaciones deberá ser distribuido o prorrateado de manera 
igualitaria entre todas las campañas beneficiadas por tales 
erogaciones; y  
 

b) El cincuenta por ciento restante de su valor será distribuido o 
prorrateado de acuerdo con los criterios y bases que cada partido 
político adopte. Dicho criterio deberá hacerse del conocimiento de 
la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas, a través de su Secretaría Técnica, al 
momento de la presentación de los informes de campaña’. 
 
Artículo 12.8 
 
‘Los comprobantes de los gastos efectuados en propaganda en 
radio y televisión deberán incluir, en hojas membreteadas de la 
empresa que se anexen a cada factura, una relación de cada uno 
de los promocionales que ampara la factura y el periodo de tiempo 
en el que se transmitieron. Los promocionales que resulten de las 
bonificaciones recibidas por el partido por la compra de otros 
promocionales son parte de la operación mercantil y no implican 
donación alguna, siempre y cuando su valor unitario no sea menor 
al mínimo de las tarifas que fije la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes de conformidad con los artículos 9, fracción IV, y 53 
de la Ley Federal de Radio y Televisión, tarifas estas últimas que 
se harán del conocimiento de los partidos políticos con un mes de 
antelación al inicio de las campañas electorales, previa solicitud a 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes. En las hojas 
membreteadas deberá incluirse el valor unitario de todos y cada 
uno de los promocionales, independientemente de que éstos sean 
o no resultado de bonificaciones. El importe y el número total de 
los promocionales detallados en las hojas membreteadas debe 
coincidir con el valor y número de promocionales que ampara la 
factura respectiva, incluyendo los promocionales resultado de las 
bonificaciones antes referidos. 
 

a) Los comprobantes de gastos efectuados en propaganda en 
televisión también deberán especificar el tipo o tipos de 
promocionales que amparan, y el número de transmisiones 
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realizadas para cada tipo de promocional, sean promocionales 
regulares o spots, publicidad virtual, superposición con audio o sin 
audio, exposición de logo en estudio, patrocinio de programas o 
eventos, o cualquier otro tipo de publicidad. Los partidos políticos 
deberán solicitar que, junto con la documentación comprobatoria 
del gasto y en hojas membreteadas de la empresa 
correspondiente, se anexe una relación pormenorizada de cada 
uno de los promocionales que ampare la factura. Dicha relación 
deberá incluir:  

 
-  Independientemente de que dicha difusión se realice a través de 

estaciones de origen o repetidoras, las siglas y el canal en que se 
transmitió cada uno de los promocionales; 

 
- La identificación del promocional transmitido; 
- El tipo de promocional de que se trata; 
- La fecha de transmisión de cada promocional; 
- La hora de transmisión; 
- La duración de la transmisión; 
- El valor unitario de cada uno de los promocionales. 
b)  Los comprobantes de gastos efectuados en propaganda en radio, 

también deberán especificar el tipo o tipos de promocionales que 
amparan, y el número de transmisiones realizadas para cada tipo 
de promocional, sean promocionales regulares o spots, patrocinio 
de programas o eventos, o cualquier otro tipo de publicidad. Los 
partidos políticos deberán solicitar que, junto con la 
documentación comprobatoria del gasto y en hojas membreteadas 
del grupo o empresa correspondiente, se anexe una 
desagregación semanal que contenga, para cada semana 
considerada de lunes a domingo, la siguiente información: 

  
- Independientemente de que la transmisión se realice a través de 

estaciones de origen o repetidoras, el nombre de la estación, la 
banda, las siglas y la frecuencia en que se transmitieron los 
promocionales difundidos; 

- El número de ocasiones en que se transmitió cada promocional 
durante la semana correspondiente, especificándose el tipo de 
promocional de que se trata, y la duración del mismo; 

- El valor unitario de cada uno de los promocionales. 
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c) Toda la facturación que ampare la compra de cualquier tipo de 

promocional deberá expedirse a nombre del partido político’.  
 
Artículo 19.2 
 
‘La Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario Técnico, 
tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos 
responsables de las finanzas de cada partido político que ponga a 
su disposición la documentación necesaria para comprobar la 
veracidad de lo reportado en los informes a partir del día siguiente 
a aquel en el que se hayan presentado los informes anuales y de 
campaña. Durante el periodo de revisión de los informes, los 
partidos políticos tendrán la obligación de permitir a la autoridad 
electoral el acceso a todos los documentos originales que 
soporten sus ingresos y egresos, así como a su contabilidad, 
incluidos sus estados financieros…’”. 

 
La solicitud antes citada fue notificada al partido político mediante 
oficio número STCFRPAP/212/04 de fecha 1 de marzo de 2004, 
recibido por el partido en la misma fecha.  
 
Al respecto, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 de 
marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“El Partido Revolucionario Institucional contrató los servicios de 
publicidad y propaganda que beneficiaron a la campaña de los 300 
distritos, con el objeto de convenir mejores costos de oportunidad, por 
lo que las erogaciones y los contratos con los proveedores los efectuó 
directamente el partido. En consecuencia, y bajo el criterio del 
beneficio general, este partido prorrateo en forma equitativa y en 
cumplimiento a la norma, estos gastos, buscando un equilibrio de 
gasto entre las 300 campañas, ya que los proveedores contratados 
cuentan con cobertura nacional. Razón por la cual, se tomó el criterio 
de distribución de gasto del 67.67% para los 203 distritos de este 
partido”. 
 
Tomando en consideración la respuesta del partido, la autoridad 
electoral consideró que se incumplió con lo dispuesto en los artículos 
12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia, toda vez que el partido 
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debió presentar la totalidad de sus egresos centralizados sin que éstos 
fueran mezclados con los de la Coalición “Alianza para Todos”, por 
tratarse de dos entes distintos.  
 
Conviene aclarar que un importe de $16,986,488.16 esta identificado 
claramente a la Coalición como se indica en los anexos 1 y 2 del oficio 
número STCFRPAP/212/04, lo cual se resume en lo siguiente: 
 

DISTRIBUCIÓN DE GASTOS  
PARTE CORRESPONDIENTE AL RENGLONES 

SOMBREADOS DE 
COLOR: 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION “ALIANZA 
PARA TODOS” 

TOTAL 

Verde claro $22,859,819.07   $22,859,819.07
Canela $100,000.01 100,000.01
Fucsia 12,830,215.48 12,830,215.48
Verde 8,158,624.19  8,158,624.19
Rosa 4,018,150.17 4,018,150.17
Oro 38,122.50 38,122.50
TOTAL $31,018,443.26 $16,986,488.16 $48,004,931.42
 
Por otra parte, hasta que no se aclarara la situación de los gastos 
prorrateados no se podía determinar el importe que correspondía 
respecto a los gastos que se prorratearon entre el Partido 
Revolucionario Institucional y la Coalición, en las facturas señaladas 
con el color amarillo por un monto de $43,916,998.92 en los citados 
anexos, mismo que se detalla a continuación:  

 
DISTRIBUCIÓN DE GASTOS  
PARTE CORRESPONDIENTE AL RENGLÓN 

SOMBREADO DE 
COLOR: 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL  

COALICIÓN 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

TOTAL 

Amarillo   $43,916,998.92
 
Dicha situación se detalla en puntos subsecuentes. 
 
Además, en el citado oficio número STCFRPAP/212/04 de fecha 1 de 
marzo de 2004, se notificó al partido lo siguiente: 
  
“… De lo señalado en los Anexos 1 y 2 columna ‘Observaciones’, se 
determinó lo siguiente:  
 
• Existían facturas y hojas membreteadas que no señalaban en forma 

clara si los spots correspondían al partido o a la Coalición, como se 
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podía ver en los renglones sombreados de color amarillo Anexo 1 
del oficio número STCFRPAP/212/04, sin embargo, la totalidad de 
los mismos fueron prorrateados entre el partido y la coalición 
“Alianza para Todos”, la cual únicamente operó en 97 distritos. A 
continuación se señalan las facturas en comento: 

 

GASTOS EN TELEVISIÓN 
No. DE FACTURA IMPORTE DISTRITOS 

AFECTADOS EVIDENCIA SOLICITADA

A-434792 y  
A-435507 

$42,421,998.92
(*)  

PRI Nacional Muestra de cada una de 
las versiones transmitidas. 

3135 1,495,000.00 PRI Nacional Muestra de cada una de 
las versiones transmitidas. 

TOTAL $43,916,998.92   
      (*) Las hojas membreteadas son por un importe de $47,247,911.32 
 
Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara muestras 
de las versiones de los spots transmitidos con la finalidad de verificar a 
quién benefició las transmisiones en comento, las cuales debían 
aplicarse a quien correspondiera, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia.  
 
En consecuencia, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 
de marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“Respecto a los gastos que amparan las facturas A-434792 y 3135 de 
Televisa y CNI canal 40, respectivamente, se prorratearon en los 300 
distritos, por considerar que los proveedores tienen cobertura nacional, 
beneficiando de igual forma a cada una de las campañas. Del total de 
las facturas se prorrateó en la coalición un 32.33%, porcentaje que 
representa los 97 distrito coaligados de un total de 300. 
 
… (1 caja), se envían las muestras de las versiones transmitidas”. 
 
A lo citado por el partido, procede señalar que no solamente se 
observó la factura No. A-434792 sino también la factura A-435507, 
toda vez que el partido presentó hojas membreteadas en forma 
conjunta por las facturas citadas por un importe total de 
$47,247,911.32. 

 
Sin embargo, se procedió a analizar el contenido de las muestras 
presentadas observándose lo siguiente: 
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No entregó los testigos correspondientes a las facturas observadas, en 
este caso, A-434792, A-435507 y 3135, toda vez que de la verificación 
a dichos testigos se observó que hacen referencia a facturas 
diferentes a las mencionadas. 
 
Se constató que la caja citada no contiene una relación de los 
promocionales, por lo que se desconoce la localidad y la versión que 
fue transmitida en televisión, pues varias muestras contienen 
diferentes ediciones de una misma versión, en cuyo inicio aparece el 
nombre de una empresa, presumiblemente, de la casa productora en 
calidad de prueba. 
 
Del análisis a los citados testigos se observó que de 66 promocionales 
observados, 55 corresponden al Partido Revolucionario Institucional y 
11 a la coalición “Alianza para Todos”. Sin embargo, como se señaló 
anteriormente, ninguno de los 66 promocionales observados, se 
relaciona con las facturas A-434792, A-435507 y 3135 porque los 
testigos que están etiquetados no incluyen estos números.  
 
Por las razones anteriores, resultó materialmente imposible vincular 
dichos promocionales con las hojas membreteadas o con las facturas 
referidas en el escrito del partido, por lo que la valoración de las 
muestras ofrecidas carece de certeza. 
 
Por lo cual, la autoridad electoral efectuó un comparativo entre los 
spots reportados en las hojas membreteadas anexas a las facturas A-
434792, A-435507 y 3135 presentadas por el partido contra la 
información proporcionada por el monitoreo contratado por el Instituto 
Federal Electoral y realizado por la empresa IBOPE, por lo que se 
determinó que los promocionales no corresponden a publicidad de la 
coalición, sino al Partido Revolucionario Institucional, como se detalla 
en el Anexo 3 del presente (Anexo 21 del Dictamen consolidado de 
Informes de Campaña del año 2003). 
 
En virtud de lo anterior, esta autoridad electoral constató que el 
importe de las facturas A-434792, A-435507 y 3135 deben 
considerarse de la siguiente manera: 
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PARTE CORRESPONDIENTE AL DISTRITOS AFECTADOS No. DE 

FACTURA 
MONTO 

OBSERVADO 
(ANEXO 1) 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL      

COALICIÓN 
“ALIANZA PARA 

TODOS”           

 

A-434792 y    
A-435507 

$42,421,998.92 $42,421,998.92 $0.00 203 del Partido Revolucionario Institucional  

3135 1,495,000.00 1,495,000.00 203 del Partido Revolucionario Institucional  
TOTAL $43,916,998.92 $43,916,998.92 $0.00
Nota: Existe una diferencia de $27,600.00, entre la factura número 3135 y sus respectivas hojas 
membreteadas, situación que se detalla posteriormente. 
 
Derivado de lo anterior, y en virtud de que las facturas A-434792, A-
435507 y 3135 fueron prorrateadas en forma igualitaria entre los 300 
distritos, es decir, entre los 203 distritos en los cuales el partido 
contendió por sí mismo y los 97 de la coalición “Alianza para Todos”, 
como se refleja en la información denominada “Prorrateo Gastos 
Centralizados 2003” de fecha 19 de diciembre de 2003 proporcionado 
por el partido, la observación se consideró no subsanada, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del 
Reglamento de la materia. En consecuencia, se determinó que un 
importe de $14,199,829.16 le corresponde al Partido Revolucionario 
Institucional y no a la coalición “Alianza para Todos”, como se detalla a 
continuación: 
 

PARTE CORRESPONDIENTE AL  
DETERMINADO POR LA COALICIÓN DETERMINADO POR AUDITORIA 

DIFERENCIA 
FACTURA 

  PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 
A-434792 Y A-

435507 $28,705,552.60 $13,716,446.32 $42,421,998.92   $13,716,446.32 -$13,716,446.32

3135 1,011,617.16 483,382.84 1,495,000.00   483,382.84 -483,382.84

TOTAL $29,717,169.76 $14,199,829.16 $43,916,998.92 0.00 $14,199,829.16 -$14,199,829.16

 
Por otra parte, mediante oficio número STCFRPAP/212/04 de fecha 1 
de marzo de 2004, se solicitó al partido lo siguiente:  
 
• “Existían facturas referenciadas en el Anexo 1 del oficio número 

STCFRPAP/212/04 que no especificaba a quien correspondía, si al 
partido o a la coalición. Asimismo, no se presentaron las hojas 
membreteadas con la relación de cada uno de los promocionales 
que amparaban las facturas y el periodo de tiempo en los que se 
transmitieron, razón por la cual, no se pudo verificar si la aplicación 
de los mismos a la coalición fue correcta. Las facturas en comento 
se señalan en el renglón marcado de color canela y señalada con la 
letra “X”. 
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Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las hojas 
membreteadas con la relación de cada uno de los promocionales que 
amparara la factura y el periodo de tiempo en que se transmitieron, en 
las que se especificara los promocionales que correspondían al partido 
o, en su caso, a la coalición. Además, debía proporcionar muestra de 
las versiones de los spots transmitidos, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la 
materia. 
 
Al respecto, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 de 
marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
 “… se envía copia de la hoja membreteada que ampara las facturas 
15319, 15320 y 15321 del proveedor Cabafer Asociados, S.A. de C.V., 
cabe señalar que los promocionales correspondieron a la coalición por 
transmitirse en el estado de Chihuahua, cuyos distritos fueron 
coaligados. Así mismo se envía copia del oficio enviado al proveedor 
solicitando las muestras correspondientes de las versiones 
transmitidas, las cuales una vez que se obtengan serán enviadas a 
esa autoridad”. 
 
Del análisis a lo manifestado por el partido y a la documentación 
presentada, se determinó que el gasto efectivamente corresponde a la 
coalición, toda vez que las hojas membreteadas señalan la localidad 
en la que se transmitieron los spots. A continuación se indican los 
gastos en comento: 

 
PARTE CORRESPONDIENTE AL No. DE 

FACTURA 
MONTO 

OBSERVADO  PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL    

COALICIÓN 
“ALIANZA PARA 

TODOS”          

DISTRITOS 
AFECTADOS 

15319 $10,000.00 $10,000.00 Cd. Juárez, Chihuahua 
15320 45,000.01 45,000.01 Cd. Juárez, Chihuahua 
15321 45,000.00 45,000.00 Cd. Juárez, Chihuahua 

TOTAL $100,001.01 $100,000.01
 
Sin embargo, aun cuando el partido aplicó correctamente los gastos 
prorrateados, no proporcionó muestra de las versiones transmitidas. 
Por lo tanto, al no presentar las evidencias solicitadas, únicamente se 
consideró la localidad en la que se transmitieron los promocionales 
señalados en las hojas membreteadas presentadas.  
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Con oficio número STCFRPAP/212/04 de fecha 1 de marzo de 2004, 
se solicitó al partido lo siguiente: 
 
“… Adicionalmente, como se señaló en los Anexos 1 y 2 del oficio 
número STCFRPAP/212/04 columna ‘Observaciones’, la factura o la 
hoja membreteada presentada, mencionaba que la propaganda se 
aplicó de la siguiente manera: 
 
• Los renglones sombreados de color verde claro señalados en los 

Anexo 1 y 2 del oficio número STCFRPAP/212/04 se aplicaron 
correctamente al Partido Revolucionario Institucional. 

 
• Los renglones sombreados de color fucsia señalados en los Anexos 

1 y 2 del oficio número STCFRPAP/212/04 se aplicaron 
correctamente a la coalición ‘Alianza para Todos’”.  

 
A continuación se detallan los importes totales que efectivamente el 
partido consideró en su prorrateo en forma correcta: 

 
IMPORTE RENGLONES EN 

COLOR: 
APLICADO EN: 

TELEVISIÓN RADIO 
TOTAL 

Verde claro Partido 
Revolucionario 
Institucional 

$18,285,025.90 $4,574,793.17 $22,859,819.07 

Fucsia Coalición “Alianza 
para Todos” 

9,607,767.42 3,222,448.04 12,830,215.46 

 
Asimismo, mediante el oficio número STCFRPAP/212/04 de fecha 1 
de marzo de 2004, se solicitó al partido lo siguiente: 
 
• “Los renglones marcados de color verde señalados en el anexo 1 

del oficio número STCFRPAP/212/04 ‘aplicaban estrictamente al 
partido’ de acuerdo a la versión de los spots transmitidos, sin 
embargo, fueron prorrateados entre el partido y la coalición citada. 

 
• Los renglones marcados de color rosa señalados en los anexos 1 y 

2 del oficio número STCFRPAP/212/04 son aplicables, según las 
hojas membreteadas en su totalidad a la coalición de acuerdo a la 
versión de los spots transmitidos, sin embargo, fueron prorrateados 
a su vez al partido. 
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Referente a los dos puntos anteriores se solicitó al partido que 
explicara la razón del por qué los spots transmitidos se prorratearon 
entre el partido y la coalición, aún cuando en las hojas membreteadas 
se especificaba claramente que las versiones transmitidas 
correspondían al partido o a la coalición, por lo que debía realizar las 
correcciones que procedieran, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia”. 
 
Al respecto, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 de 
marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“Gastos de televisión 
 
En el caso de Televisa, S.A. de C.V., facturas 434792 y 435507, por 
47,247,911.31, se aclara que correspondieron a spots transmitidos del 
01 de abril al 02 de julio de 2003 a través de los canales del 
proveedor, que tiene cobertura nacional, inclusive en los distritos 
coaligados, por lo que tales campañas fueron beneficiadas de igual 
forma que los distritos del partido, ya que se difundió el emblema que 
también es parte del emblema de la coalición. 

 
En el caso de MVS Televisión, S.A. de C.V., factura 8416, por 
2,875,000.00, se aclara que correspondieron a spots transmitidos del 
01 de abril al 02 de julio de 2003 en el sistema de televisión restringida 
o por cable MAS TV, que tiene cobertura nacional, inclusive en los 
distritos coaligados, por lo que tales campañas fueron beneficiadas de 
igual forma que los distritos del partido, ya que se difundió el emblema 
que también es parte del emblema de la coalición. 

 
Por lo que se refiere a los gastos de televisión contratados con 
Editorial Clío, Libros y Videos, S.A. de C.V., facturas 24426 y 24427, 
por un importe total de 1,725,000.49, se aclara que correspondieron a 
spots transmitidos del 20 de abril al 29 de junio de 2003 en XEW canal 
2, que tiene cobertura nacional, inclusive en los distritos coaligados, 
por lo que tales campañas fueron beneficiadas de igual forma que los 
distritos del partido, ya que se difundió el emblema que también es 
parte del emblema de la coalición. 

 
En el caso de Publicidad Virtual, S.A. de C.V., facturas 3035 y 3031, 
por un total de 2,300,000.00, se aclara que correspondieron a 
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publicidad transmitida en partidos de fútbol soccer en la temporada 
clausura 2003, en canales de televisión abierta 2, 5, 7, 9 y 13, que 
tienen cobertura nacional, tanto en los distritos coaligados como en los 
del partido, por lo que tales campañas fueron beneficiadas de igual 
forma, ya que se difundió el emblema que también es parte del 
emblema de la coalición. 
 
… se envían copia de los contratos de los proveedores citados, donde 
se menciona la cobertura de los servicios prestados. 
 
... se envían las muestras de las versiones transmitidas de Editorial 
Clío, Libros y Videos, S.A. de C.V. y Televisa, S.A. de C.V., de este 
último proveedor, se hace la aclaración que lo transmitido corresponde 
al material elaborado por Quadrum Producciones, S.A. de C.V. 
 
Gastos de Radio 
 
Por lo que se refiere a las facturas 12187 y 12188 de Sociedad 
Mexicana de Radio, S.A. de C.V., 68632 de Corporación Mexicana de 
Radiodifusión, 38262 y 38265 de Radiorama, S.A. de C.V., 19015 y 
19016 de Radiodifusoras  Asociadas, S.A. de C.V., y 934 de Grupo 
Radio Centro, S.A. de C.V., los gastos correspondientes a los estados 
de Aguascalientes y Yucatán, se prorratearon entre todos sus distritos, 
tanto en los de la coalición como en los del partido, debido a que 
fueron beneficiados de igual forma por la cobertura de las 
radiodifusoras. 

 
(…) se envían las muestras de los spots de los proveedores Sociedad 
Mexicana de Radio, S.A. de C.V., Corporación Mexicana de 
Radiodifusión y Radiorama, S.A. de C.V., en el caso de Radiodifusoras 
Asociadas, S.A. de C.V. y Grupo Radio Centro, S.A. de C.V., (…) se 
envía copia del oficio de solicitud al proveedor de las muestras de los 
spots, por lo que una vez que se reciban, se enviarán a esa autoridad”. 
 
Del análisis a lo manifestado por el partido y a la documentación 
presentada, se determinó que de acuerdo a la versión de los spots 
presentados y la cobertura de señal de la localidad en que se 
trasmitieron los gastos, corresponden al Partido Revolucionario 
Institucional, en los siguientes casos: 
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No. DE 
FACTURA 

MONTO 
OBSERVADO 
ANEXO 1 (*) 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

DISTRITOS 
AFECTADOS 

OBSERVACIÓN 

A-434792 y 
A-435507 

$1,258,624.47 $1,258,624.47 Zamorano, 
Michoacán (según el 
diccionario de la Real 
Academia de la 
Lengua Española 
Zamorano es 
equivalente a 
Zamora) 

Aún cuando el partido señala que 
su emblema es también parte del 
emblema de la coalición, se trata 
de dos entes totalmente distintos. 
Asimismo manifiesta que el canal 
tiene cobertura nacional, sin 
embargo, la hoja membreteada 
indica la localidad de transmisión, 
la que corresponde al partido. 

E-8416 2,875,000.00 2,875,000.00 203 distritos del 
partido 

24426 1,108,928.39 1,108,928.39 203 distritos del 
partido 

24427 616,071.33 616,071.33 203 distritos del 
partido 

3035 1,150,000.00 1,150,000.00 203 distritos del 
partido 

3031 1,150,000.00 1,150,000.00 203 distritos del 
partido 

Aún cuando el partido señala que 
el canal tiene cobertura nacional, 
las hojas membreteada indican 
que los spots corresponden en su 
totalidad al partido y no señalan a 
la coalición. Asimismo, el partido 
indica que su emblema es 
también parte del emblema de la 
coalición, sin embargo, se trata de 
dos entes totalmente distintos. 

SUBTOTAL $8,158,624.19 $8,158,624.19
 
Respecto a los contratos celebrados con Televisa, S.A. de C.V., MVS 
Televisión, S.A. de C.V., Editorial Clío Libros y Videos, S.A. de C.V., y 
con Publicidad Virtual, S.A. de C.V. presentados a esta Autoridad 
Electoral, de su análisis se constató que solo hacen alusión a “el 
partido” y no mencionan en su contenido a la Coalición “Alianza para 
Todos”. 
 
Ahora bien, los gastos que corresponden a la coalición, se consideran 
que son los siguientes: 
 

No. DE 
FACTURA 

MONTO 
OBSERVADO   

COALICIÓN 
“ALIANZA 

PARA TODOS” 

DISTRITOS 
AFECTADOS 

OBSERVACIÓN 

Anexo 1     
A-434792 y 
A-435507 

$101,096.67 $101,096.67 Aguascalientes, 
Ags. 

Aun cuando los spots corresponden a la coalición y al 
partido y señala que la cobertura es nacional, la hoja 
membreteada indica la localidad de transmisión los 
cuales corresponden a distritos coaligados. 

A-434792 y 
A-435507 

17,531.48 17,531.48 Cd. Juárez, 
Chih. 

Aun cuando no detalla los spots transmitidos y el 
partido señala que la cobertura es nacional, la hoja 
membreteada indica la localidad de transmisión los 
cuales corresponden a distritos coaligados.  

A-434792 y 
A-435507 

1,320,591.86 1,320,591.86 Leon, Gto. 

A-434792 y 
A-435507 

351,948.62 351,948.62 Toluca, Edomex.

A-434792 y 
A-435507 

1,432,298.66 1,432,298.66 Monterrey, N.L. 

A-434792 y 
A-435507 

134,080.23 134,080.23 San Luis Potosí, 
S.L.P. 

A-434792 y 
A-435507 

88,700.25 88,700.25 Campeche, 
Camp. 

A-434792 y 
A-435507 

121,040.16 121,040.16 Chihuahua, 
Chih. 

Aun cuando los spots corresponden a la coalición y al 
partido y señala que la cobertura es nacional, la hoja 
membreteada indica la localidad de transmisión los 
cuales corresponden a distritos coaligados. 
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No. DE 
FACTURA 

MONTO 
OBSERVADO   

COALICIÓN 
“ALIANZA 

PARA TODOS” 

DISTRITOS 
AFECTADOS 

OBSERVACIÓN 

Anexo 2    
12187 29,794.20 29,794.20 Mérida, Yuc. 
12188 3,972.56 3,972.56 Mérida, Yuc. 
38632 29,219.43 29,219.43 Mérida, Yuc. 
38262 181,717.25 181,717.25 Aguascalientes, 

Ags. 
38265 43,612.14 43,612.14 Aguascalientes, 

Ags 
19015 115,856.52 115,856.52 Mérida, Yuc. 
19016 15,447.54 15,447.54 Mérida, Yuc. 

934 15,621.30 15,621.30 Aguascalientes, 
Ags 

934 15,621.30 15,621.30 Mérida, Yuc. 

En la hoja membreteada indica la localidad de 
transmisión en específico la cual corresponde a 
distritos coaligados. 

SUBTOTAL $4,018,150.17 $4,018,150.17  
   
Por todo lo anterior, al ser prorrateadas las facturas citadas en forma 
igualitaria entre los 203 distritos del partido y los 97 de la coalición, 
aun cuando corresponden en forma específica al partido o a la 
coalición, y al no presentar la nueva versión de los Informes de 
“Prorrateo Gastos Centralizados 2003”, la observación no quedó 
subsanada al incumplir con lo dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 
19.2 del Reglamento de la materia. Por lo tanto, la cifra que 
corresponde al partido y no a la coalición asciende a $8,043.63, misma 
que incluye la suma de diferencias de los renglones sombreados de 
color verde y de color rosa, como se detalla a continuación: 
 

PARTE CORRESPONDIENTE AL  
DETERMINADO POR LA COALICIÓN DETERMINADO POR AUDITORIA 

DIFERENCIA FACTURA 
  

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 
Renglones color 
verde $5,573,577.31 $2,637,953.25 $8,158,624.19  $2,585,046.88 -$2,637,953.25

Renglones color 
rosa 2,577,003.25 1,388,240.55  $4,018,150.17 -2,577,003.25 2,629,909.62

TOTAL $8,150,580.56 $4,026,193.80 $8,158,624.19 $4,018,150.17 $8,043.63 ($8,043.63)

 
Con oficio número STCFRPAP/212/04, de fecha 1 de marzo de 2004, 
recibido en la misma fecha, se solicitó al partido lo siguiente:  
 
• “El renglón marcado en color oro señalado en el anexo 1 del oficio 

número STCFRPAP/212/04 correspondía a spots transmitidos en el 
Estado de Sonora el cual fue coaligado, sin embargo en las hojas 
membreteadas se observó que correspondían al Partido 
Revolucionario Institucional. 

 
Por lo anterior, se solicitó al partido que explicara la razón del por qué 
en una entidad federativa en la cual las campañas fueron coaligadas 
se transmitieron spots de versiones correspondientes al Partido 
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Revolucionario Institucional, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia”. 
 
En consecuencia, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 
de marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“Respecto a PEFAC División Medios, S.A. de C.V., factura 577, por 
88,454.17, debido a un error de programación del proveedor, se 
transmitieron por sistema de televisión por cable, en distritos 
coaligados, promocionales del partido, sin embargo se prorratearon en 
la coalición, en virtud de que tales campañas fueron beneficiadas 
directamente, ya que se difundió el emblema del partido que también 
es parte del emblema de la coalición. 
 
…  se envían las muestras de las versiones transmitidas”. 
 
De la revisión a las muestras presentadas y del análisis selectivo a su 
contenido, se observó que 11 de los 16 promocionales 
correspondientes a esta empresa son versiones específicas del 
partido. Cabe destacar que no fue posible vincularlos en particular a la 
factura No. 577, porque los videocasetes carecen de una etiqueta que 
indique el citado número de factura.  
 
Sin embargo, al transmitirse promocionales en un estado donde el 
partido contendió de manera coaligada; al prorratearse en forma 
igualitaria entre todos los distritos de Sonora la afectación al gasto de 
la coalición es correcta. 
 
Con oficio número STCFRPAP/212/04, de fecha 1 de marzo de 2004, 
recibido por el partido en la misma fecha, se le solicitó lo siguiente: 
 
“… Además, las facturas A-434792 y A-435507 del proveedor 
Televisa, S.A. de C.V. señaladas en el Anexo 1 del oficio 
STCFRPAP/212/04 (Anexo 1 del presente oficio) presentaban hojas 
membreteadas en las que no se identificaban a qué factura 
correspondían.  
 
Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que aclarara qué spots de 
las versiones transmitidas correspondían a cada una de las facturas 
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citadas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 
19.2 del Reglamento de mérito. 
 
Al respecto, mediante escrito número SAF/0075/04 de fecha 15 de 
marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“Con el proveedor Televisa, S.A. de C.V., se contrató un paquete de 
publicidad por el periodo del 01 de abril al 31 de diciembre del 2003, 
por un total de 85,100,000.00, esta operación fue amparada por dos 
facturas de 42,550,000.00 cada una, lo concerniente al periodo de 
campaña ascendió a 47,247,911.31, de los cuales 31,971,102.4, 
correspondieron a los distritos del partido, por lo que el proveedor 
emitió la respectiva hoja membreteada por dicho importe y el total de 
spots transmitidos en ese periodo y no por factura”. 
 
Del análisis a la respuesta del partido se observó que las hojas 
membreteadas no hacen referencia a los spots que corresponden a 
las facturas A-434792 y A-435507, sino globaliza el total. Además, aun 
cuando indica que los promocionales que corresponden al partido 
ascienden a $31,971,102.42, se observó que éstas incluyen spots y 
distritos de la coalición “Alianza para Todos”, como se indica a 
continuación:  
 

FACTURA 
 

PARTE PROPORCIONAL EN LAS HOJAS 
MEMBRETEADAS  

No. IMPORTE 

IMPORTE GLOBAL 
DE HOJAS 

MEMBRETEADAS PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICIÓN 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

LOCALIDADES DE TRANSMISIÓN 

OBSERVACIÓN 

A-434792  $42,550,000.00 $47,247,911.32 $31,971,102.42 Una parte es cobertura nacional, y 
otra es cobertura local en 
Aguascalientes, Ags, Cd. Juárez, 
Chih. León,  Gto. Toluca, Edo. Mex., 
Monterrey, N.L; Zamorano, Mich, 
San Luis Potosí, S.L.P Campeche, 
Camp. Chihuahua, Chih. 

Incluye spots de la 
Coalición y el 
partido. 

A-435507 42,550,000.00  $15,276,808.92 Una parte es cobertura nacional, y 
otra es cobertura local en 
Aguascalientes, Ags, Cd. Juárez, 
Chih. León,  Gto. Toluca, Edo. Mex., 
Monterrey, N.L; Zamorano, Mich, 
San Luis Potosí, S.L.P Campeche, 
Camp. Chihuahua, Chih. 

Incluye spots de la 
Coalición y el 
partido. 

TOTAL $85,100,000.00 $47,247,911.32 $31,971,102.42 $15,276,808.92   

 
Por todo lo anterior, al presentar las hojas membreteadas combinadas 
con spots del partido y la coalición, así como en su cobertura y al no 
detallar las versiones transmitidas que correspondían a cada una de 
las facturas citadas, la observación quedó no subsanada incumpliendo 
con lo dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de 
la materia. En consecuencia, se consideró para el prorrateo de gastos 
la localidad en que se transmitieron los promocionales.  
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Con oficio número STCFRPAP/212/04, de fecha 1 de marzo de 2004, 
recibido por el partido en la misma fecha, se le solicitó lo siguiente: 
 
“… En relación con las facturas I-19095 y I-19096 correspondían a 
transmisiones en radio, razón por la cual, el partido debió de aplicar la 
parte que le correspondía en el prorrateo de Radio y no en el apartado 
de Televisión.  
 
Por lo anterior, se solicitó al partido que realizara la reclasificación 
correspondiente, es decir, que los gastos por concepto de transmisión 
en radio y reflejados en televisión fueran considerados en el rubro de 
radio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 12.6, 12.8 y 
19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Al respecto, mediante escrito No. SAF/0075/04 de fecha 15 de marzo 
de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
 “(…) se envía póliza de reclasificación, auxiliares contables, balanza 
de comprobación e informe de campaña del distrito 1 de Tamaulipas 
de la coalición (sic)”. 
 
De la revisión a la documentación, el partido presentó una póliza 
contable en la cual se reclasifica el gasto en el distrito 1 de 
Tamaulipas, en vez de realizar la reclasificación en sus Informes de 
“Prorrateo Gastos Centralizados 2003”, por tal razón, la observación 
no quedó subsanada, incumpliendo con lo dispuesto en los artículos 
12.6, 12.8 y 19.2 del Reglamento de la materia. 
 
Ahora bien, con oficio número STCFRPAP/209/04 de fecha 1 de 
marzo de 2004, recibido por el partido en la misma fecha, se le solicitó 
lo siguiente: 
 
“Se observó una factura cuyo importe no coincidía con el del importe 
total de los promocionales relacionados en las hojas membreteadas 
anexas a la misma, como se señala a continuación: 
 

IMPORTE REPORTADO SEGÚN REFERENCIA 
CONTABLE 

No. DE 
FACTURA 

FECHA PROVEEDOR CONCEPTO 
FACTURA HOJA 

MEMBRETEADA 

DIFERENCIA 

PD-452/06-03 E-08416 09-06-03 MVS Televisión, 
S.A. de C.V. 

Compra de tiempo 
comercial Canal 52, 
Multipremier, 

$2,875,000.00
 
 

$5,750,000.98 
 

 

$2,875,000.00
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IMPORTE REPORTADO SEGÚN REFERENCIA 
CONTABLE 

No. DE 
FACTURA 

FECHA PROVEEDOR CONCEPTO 
FACTURA HOJA 

MEMBRETEADA 

DIFERENCIA 

Multicinemas, 
Hallmark, Fox Sports, 
Discovery y USA del 1 
de abril al 3 de julio de 
2003. a $2,564.10 + 
IVA por spot. 

Periodo de 
transmisión del 1 
de abril al 3 de 
julio de 2003. 

Periodo de 
transmisión del 15 
de febrero al 10 de 
julio de 2003. 

 
Aunado a lo anterior, se observó que la factura referida en el cuadro 
que antecede no indicaba el número de las transmisiones realizadas. 
 
Asimismo, de la verificación al ‘Contrato de Prestación de Servicios 
Publicitarios’ celebrado el 19 de abril de 2003 por el partido político y 
el citado proveedor, se observó que señalaba como precio de las 
transmisiones en pantalla y en los comerciales contratados por el 
partido un monto de $5,750,000.00, el cual sería pagado en dos 
exhibiciones, como se señala a continuación: 
  

‘CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PUBLICITARIOS’ 
CLÁUSULA  TERCERA: 

‘PRECIO Y FORMA DE PAGO DE LA PUBLICIDAD’ 
CONCEPTO IMPORTE 

a) Primer pago el 30-04-03 $2,875,000.00 
b) Segundo pago el 30-06-03 2,875,000.00 
TOTAL $5,750,000.00 

 
Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara la factura 
observada en la que se indicara el número de transmisiones 
realizadas por cada tipo de promocional. Además, respecto a la 
diferencia señalada, debería proporcionar la factura original a nombre 
del partido y con la totalidad de los requisitos fiscales, así como la 
póliza, auxiliares contables y la balanza de comprobación en los que 
se reflejara el registro contable del monto de $2,875,000.00 o, en su 
caso, las aclaraciones que a su derecho convinieran, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11.1, 12.8, inciso a) y 19.2 del 
Reglamento de mérito y 29-A, párrafo 1, fracciones V y VI. 
 
En consecuencia, mediante escrito número SAF/0074/04 de fecha 15 
de marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“Al respecto, se comenta que en la hoja membreteada se detalla en 
número e importe el total de spots transmitidos desde el 15 de febrero 
al 10 de julio de 2003, del importe total sólo 2,875,000.00 
corresponden a los spots transmitidos en periodo de campaña. 
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(…) 
 
… se envía en original la póliza de egresos 716 de fecha 30 de abril de 
2003 y la factura número 8007 por 2,875,000.00, donde se efectuó el 
registro como gasto de publicidad ordinario, así como copia de la 
factura 8416, hoja membreteada y contrato”. 
 
La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, toda vez que en 
el contrato de prestación de servicios publicitarios celebrado con MVS 
Televisión, S.A. de C.V. presentado por el partido, en las cláusulas 
tercera, cuarta, quinta y vigésima cuarta segundo párrafo, se señala lo 
que a continuación se transcribe: 
 
“(…) 
 
Cláusula Tercera 
 
‘EL PARTIDO se obliga a pagar a el ‘PRESTADOR DEL SERVICIO’ 
por la transmisión de ‘EL MATERIAL’ a que se refiere la cláusula 
primera de este contrato, la cantidad de $5,000,000.00 (CINCO 
MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más el impuesto al Valor 
Agregado (IVA) que asciende a la cantidad de $750,000.00 
(SETECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS 00/100 M.N.), para hacer 
un total de $5,750,000.00 (CINCO MILLONES SETECIENTOS 
CINCUENTA MIL PESOS 00/100 M.N), (…)’. 
 
Cláusula Cuarta 
 
‘El presente contrato tendrá una vigencia del 19 de abril al 2 de Julio 
de 2003’. 
 
Cláusula Quinta 
 
‘‘EL MATERIAL’, consistente en copia videograbada de los 
comerciales del ‘EL PARTIDO’ que será entregado por éste a ‘EL 
PRESTADOR DEL SERVICIO’ en el momento de la firma del presente 
contrato. 
 
(…)’  
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Cláusula Vigésima Cuarta 
 
‘(…) 
 
Enteradas del contenido y alcance jurídico, las partes firman el 
presente contrato para constancia, por duplicado quedando un tanto 
en poder de cada una de ellas, en la Ciudad de México, Distrito 
Federal, el 19 de abril de 2003’.” 
 
Por lo antes expuesto, y al no presentar mayor evidencia, la autoridad 
electoral procedió a realizar el cálculo que corresponde a gastos de 
campaña, considerando como base los días señalados en las facturas 
así como en el contrato presentado, determinando lo siguiente: 
 

CÁLCULOS EFECTUADOS POR AUDITORIA No. FACTURA IMPORTE 
GASTO DE 
CAMPAÑA 

GASTO FUERA DE 
PERIODO DE 

CAMPAÑA 
E-08416 $2,875,000.00 $2,293,882.98 $581,117.02
E-08007 2,875,000.00 2,293,882.98 581,117.02
TOTAL $5,750,000.00 $4,587,765.96 $1,162,234.04
 
En consecuencia, al no considerar correctamente los gastos para 
efectos del tope de campaña, el partido incumplió con lo dispuesto en 
el artículo 12.8, inciso a) del Reglamento de mérito, quedando no 
subsanada la observación. 
 
Adicionalmente, con oficio número STCFRPAP/209/04 de fecha 1 de 
marzo de 2004, recibido por el partido en la misma fecha, se le solicitó 
lo siguiente: 
 
“… de la revisión a las hojas membreteadas anexas a la factura antes 
referida, se observó que entre los promocionales reportados por el 
partido, algunos fueron transmitidos fuera del periodo de campaña (del 
19 de abril al 2 de julio de 2003), como se señala a continuación: 
 
 

DATOS SEGÚN 
HOJA MEMBRETEADA 

No. DE 
FACTURA 

FECHA PROVEEDOR CONCEPTO 
FACTURA CONTRATO 

EN PERIODO 
DE 

CAMPAÑA 

FUERA DE 
PERIODO 

TOTAL 

E-8416 09-06-03 MVS 
Televisión, 
S.A. de C.V. 

Compra de 
tiempo 
comercial Canal 
52, Multipremier, 
Multicinemas, 
Hallmark, Fox 

$2,875,000.00
 
 
 

Periodo de 
transmisión 

$5,750,000.00 
 

1950 spots 
 

Vigencia del 
19 de abril al 2 

$2,898,590.00 
 

983 spots 
 

En el periodo 
del 19 de abril 

$2,851,410.00 
 

967 spots 
 

En el periodo 
del 15 de 

$5,750,000.00 
 

1950 spots 
 

Abarca el 
periodo del 15 
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Sports, 
Discovery y USA 
del 1 de abril al 
3 de julio de 
2003. a 
$2,564.10 + IVA 
por spot. 

del 1 de abril 
al 3 de julio 

de 2003. 

de julio de 
2003. 

al 2 de julio de 
2003. 

febrero al 18 
de abril y del 

3 al 10 de 
julio de 2003. 

de febrero al 
10 de julio de 

2003. 

 
En consecuencia, se solicitó al partido que presentara las aclaraciones 
que a su derecho convinieran, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 190, párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 17.2 del Reglamento de mérito, que a la 
letra establecen: 
 
Artículo 190  
 
“1. Las campañas electorales de los partidos políticos se iniciarán a 
partir del día siguiente al de la sesión de registro de candidaturas para 
la elección respectiva, debiendo concluir tres días antes de celebrarse 
la jornada electoral.  
 
(...)”. 
 
Artículo 17.2 
 
“Los gastos que deberán ser reportados en los informes de campaña 
serán los ejercidos dentro del período comprendido entre la fecha de 
registro de los candidatos en la elección de que se trate y hasta el fin 
de las campañas electorales, correspondientes a los siguientes rubros: 
 
(...)”. 
 
Al respecto, mediante escrito número SAF/0074/04 de fecha 15 de 
marzo de 2004, el partido manifestó lo que a la letra dice:  
 
“Los servicios contratados con MVS Televisión, S.A. de C.V. 
correspondieron a un paquete por 5,750,000.00, el cual incluyó 50% 
de publicidad institucional y 50% de campaña, es decir 2,875,000.00 
cada una, por lo que existe una diferencia de 23,590.00 entre lo 
facturado y lo reportado en la hoja membreteada por 2,898,590.00, la 
cual se solicitó al proveedor su explicación, por lo que una vez que se 
reciba la información, se enviará a esa autoridad”. 
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A la contestación del partido procede señalar que mediante oficio 
número STCFRPAP/1738/03 de fecha 4 de diciembre de 2003, se 
solicitó al proveedor MVS Televisión, S.A. de C.V. que señalara si 
había realizado operaciones con el Partido Revolucionario 
Institucional. 
 
Al respecto, mediante escrito de fecha 12 de enero de 2004, el citado 
proveedor manifestó lo que a la letra se transcribe:  
 
“De acuerdo a su atenta de fecha 04 de diciembre de 2003, sirva la 
presente para informarles que la factura E8416 de fecha 09 de junio 
de 2003 expedida a favor del Partido Revolucionario Institucional por 
un importe de $2,875,000.00 (I.V.A. incluido) aún se encuentra 
pendiente de pago en nuestros registros. 
 
Cabe destacar que el Partido Revolucionario Institucional contrató con 
MVS Televisión, S.A. de C.V. una campaña publicitaria vigente del 
01 de abril de 2003 al 03 de julio de 2003 por un importe total de 
$5,750,000.00 (I.V.A. Incluido), pagando exclusivamente la factura 
No.E8007 correspondiente al 50% de la cantidad mencionada, 
quedando de pago la factura E8416 a la que hace referencia su carta 
(...)”. 
 
Aunado a lo anterior, en el contrato de prestación de servicios 
publicitarios celebrado con MVS Televisión, S.A. de C.V. presentado 
por el partido, en las cláusulas tercera, cuarta, quinta y vigésima 
cuarta segundo párrafo, se señala lo que a continuación se transcribe: 
 
Cláusula Tercera 
 
“EL PARTIDO se obliga a pagar a el ‘PRESTADOR DEL SERVICIO’ 
por la transmisión de ‘EL MATERIAL’ a que se refiere la cláusula 
primera de este contrato, la cantidad de $5,000,000.00 (CINCO 
MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más el impuesto al Valor 
Agregado (IVA) que asciende a la cantidad de $750,000.00 
(SETECIENTOS CINCUENTA MIL PESOS 00/100 M.N.), para hacer 
un total de $5,750,000.00 (CINCO MILLONES SETECIENTOS 
CINCUENTA MIL PESOS 00/100 M.N), (…)”. 
 
Cláusula Cuarta 
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“El presente contrato tendrá una vigencia del 19 de abril al 2 de Julio 
de 2003”. 
 
Cláusula Quinta 
 
“‘EL MATERIAL’, consistente en copia videograbada de los 
comerciales del ‘EL PARTIDO’ que será entregado por éste a ‘EL 
PRESTADOR DEL SERVICIO’ en el momento de la firma del presente 
contrato. 
 
(…)”.  
 
Cláusula Vigésima Cuarta 
 
“(…) 
 
Enteradas del contenido y alcance jurídico, las partes firman el 
presente contrato para constancia, por duplicado quedando un tanto 
en poder de cada una de ellas, en la Ciudad de México, Distrito 
Federal, el 19 de abril de 2003”. 
 
Por lo anterior, la respuesta del partido se consideró insatisfactoria, 
además por lo señalado por el proveedor y el contrato citado se 
determinó que las hojas membreteadas observadas no corresponden 
a las facturas en comento, toda vez que el periodo del contrato inicia el 
día 19 de abril de 2003. 
 
Por lo antes expuesto, y al no presentar mayor evidencia, la autoridad 
electoral procedió a realizar el cálculo que corresponde a gastos de 
campaña, considerando como base los días señalados en las facturas 
así como en el contrato presentado, determinando lo siguiente: 
 

CÁLCULOS EFECTUADOS POR AUDITORIA No. FACTURA IMPORTE 
GASTO DE 
CAMPAÑA 

GASTO FUERA DE 
PERIODO DE 

CAMPAÑA 
E-08416 $2,875,000.00 $2,293,882.98 $581,117.02
E-08007 2,875,000.00 2,293,882.98 581,117.02
TOTAL $5,750,000.00 $4,587,765.96 $1,162,234.04
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En consecuencia, el partido incumplió con lo dispuesto de en el 
artículo 190, párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 17.2 del Reglamento de mérito. 
 
Derivado de lo anterior, por lo que respecta a la factura E-08416 esta 
fue prorrateada en forma igualitaria entre los 300 distritos, es decir, 
entre los 203 distritos en los cuales el partido contendió por sí mismo y 
los 97 de la coalición “Alianza para Todos”, como se refleja en la 
información denominada “Prorrateo Gastos Centralizados 2003” de 
fecha 19 de diciembre de 2003 proporcionado por el partido; sin 
embargo, solo le correspondía al partido en la parte proporcional que 
corresponde a gastos de campaña señalado en el cuadro que 
antecede. 
 
Respecto a la factura E-08007, aun cuando el partido señaló que 
corresponde a gastos de operación ordinaria, debió de considerarse la 
parte correspondiente a gastos de campaña en su prorrateo de gastos 
centralizados 2003, por las razones antes descritas, afectando los 203 
distritos del partido. 
 
Por lo antes expuesto, la autoridad electoral procedió a realizar el 
prorrateo de las facturas señaladas en el cuadro que antecede, 
considerando la parte correspondiente a gastos de campaña, 
determinándose que un importe de $2,642,349.29 le corresponde al 
Partido Revolucionario Institucional y no a la coalición “Alianza para 
Todos”, como se detalla a continuación: 
 

PARTE CORRESPONDIENTE AL  
DETERMINADO POR EL PARTIDO DETERMINADO POR AUDITORIA 

DIFERENCIA 
FACTURA 

  PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

PARTIDO 
REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL 

COALICION 
“ALIANZA PARA 

TODOS” 

E-08416 $1,945,416.67 $929,416.67 $2,293,882.98 $0.00 $348,466.31 -$929,583.33

E-08007  2,293,882.98   2,293,882.98 0.00

TOTAL $1,945,416.67 $929,416.67 $4,587,765.96 $0.00 $2,642,349.29 -$929,583.33

 
Cabe señalar que de acuerdo a las hojas membreteadas anexas a la 
factura E-08416, el gasto corresponde en su totalidad al partido, tal y 
como se indica en el Anexo 1 del oficio número STCFRPAP/212/04, 
situación que se detalla en puntos anteriores. 
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Por otra parte, se observó que el importe total de la factura número 
3135 no coincide con el reportado en las hojas membreteadas anexas 
a la misma, como se indica a continuación: 
 

IMPORTE REPORTADO SEGÚN REFERENCIA 
CONTABLE 

No. DE 
FACTURA 

FECHA PROVEEDOR CONCEPTO 
FACTURA HOJA 

MEMBRETEADA 

DIFERENCIA

PE-1284/06-03 3135 13-06-03 Corporación de 
Noticias e Información 
S.A. de C.V. 

Transmisión de 
publicidad en CNI 
canal 40. PRI 
Nacional 

$1,495,000.00 $1,467,400.00 $27,600.00

 
Procede aclarar que el importe reflejado en la factura observada 
proviene de las hojas membreteadas, por lo tanto debían de coincidir. 
Por lo tanto, el partido incumplió con lo dispuesto en el artículo 12.8 
del Reglamento de mérito. 
 
Es preciso señalar que lo anteriormente expuesto no se hizo del 
conocimiento del partido, en virtud de que dicha observación fue el 
resultado de la valoración de la propia documentación entregada por el 
partido político, y una vez concluido el periodo en que esta Comisión 
se encuentra facultada para solicitar nuevas aclaraciones al respecto. 
 
Derivado de todo el análisis antes señalado y una vez considerados 
dichos movimientos, los gastos centralizados que le corresponden al 
Partido Revolucionario Institucional son los que se detallan (Anexo 22 
del Dictamen Consolidado de Informes de Campaña del año 2003).  
 
Una vez que se determinaron los gastos centralizados 
correspondientes al partido (Anexo 4 del presente oficio), se procedió 
a determinar la aplicación de los gastos que le corresponden a cada 
uno de los distritos. 
 
Lo anterior con fundamento en el último párrafo de la fracción II, del 
artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como en los artículos 49-A, párrafo 1, inciso b), 
fracción III, y 182-A, párrafo 2, inciso c), fracción I, del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, 12.6, 17.1, 17.2, inciso 
c), 17.4 y 17.6 del Reglamento de la materia, y utilizando para ello el 
criterio de prorrateo de gasto centralizado presentado por el partido en 
sus informes de campaña de 2003, proporcionado por medio del 
escrito SAF/0344/03 de fecha 19 de diciembre de 2003 y tomando 
como base los montos erogados en cada uno de los 203 distritos 
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electorales en que contendió dicho partido señalados en el Anexo 16 
del presente oficio.  
 
En este sentido es oportuno señalar que en cuanto a la distribución del 
50% igualitario (fijo) y del 50% restante (variable), la Comisión de 
Fiscalización consideró la información proporcionada por el partido 
para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 12.6 del 
Reglamento de mérito. 
 
Por lo tanto, se consideraron las cifras presentadas en el documento 
denominado “Prorrateo Variable de Gastos Centralizados” 
proporcionado por el partido, las cuales se resumen en la columna 
“Según Partido” del Anexo 16 del presente oficio. 
 
De la verificación a la documentación proporcionada, específicamente 
al prorrateo de gastos variables, se observó que el partido presentó los 
documentos denominados “Criterio de Prorrateo Aplicados a los 
Gastos de Campaña Centralizados del Partido Revolucionario 
Institucional” y “Porcentajes de Distribución del Prorrateo Variable” 
Anexos 5 y 5-A respectivamente del presente oficio, en el cual se 
señala una serie de porcentajes por tipo de gasto y distrito, sin 
embargo, al aplicar dichos porcentajes a los gastos variables 
prorrateados presentados por el partido  no se obtienen las cifras 
mostradas en dicho prorrateo, en el Anexo 6 del presente oficio se 
detallan dos ejemplos. A continuación se explican los ejemplos en 
comento: 
 

DISTRITO ELECTORAL  
 FACTURA No. 62983 POR $17,050,912.11 

 
QUE REPRESENTA EL 67.67% DEL VALOR DE LA FACTURA 

      50% VARIABLE $8,525,456.06 (B) 
      PRORRATEO VARIABLE 

ESTADO No. NOMBRE 

PORCENTAJE DE 
DISTRIBUCION DEL 

PRORRATEO 
VARIABLE T.V. 

PRESENTADO POR 
EL PARTIDO 

IMPORTE UNA VEZ 
APLICADO EL % DE 

DISTRIBUCION 
PRESENTADO POR 

EL PARTIDO 

IMPORTE 
REPORTADO 

EN EL 
PRORRATEO 
PRESENTADO 

POR EL 
PARTIDO 

% 
DETERMINADO 
POR AUDITORIA 

SEGÚN 
APLICACIÓN 

DEL GASTO DEL 
PARTIDO 

      (A) (A X B = C) (D) (D / B X 100 = E) 
BAJA CALIFORNIA  1 MEXICALI 0.19570247% $16,684.53 $15,115.92 0.1773033% 

 
Como se puede observar en el cuadro que antecede si se aplicara el 
porcentaje reportado por el partido mismo que se detalla en la 
columna “A” al importe señalado en el renglón “B”, correspondiente al 
50% del prorrateo variable se obtiene el importe señalado en la 
columna “C”, que no es el mismo al reflejado en el “Prorrateo Variable 
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de Gastos Centralizados”, como se puede observar en la columna “D”, 
sin embargo, el porcentaje aplicado a los gastos presentados en el 
citado prorrateo es el señalado en la columna “E” el cual se obtuvo del 
monto aplicado por el partido (columna “D”) a cada uno de los distritos 
entre el importe señalado en el renglón “B”, correspondiente al 50% 
del prorrateo variable. 
 
En consecuencia, el personal comisionado para la revisión procedió a 
realizar lo siguiente: 
 
Se dividió el importe de cada uno de los distritos entre el importe total 
correspondiente a la parte variable de cada factura, el resultado 
obtenido se multiplicó por cien, como se muestra en la columna “% 
Determinado por Auditoría según Aplicación del Gasto del Partido” 
obteniendo así el porcentaje aplicado a cada distrito, mismos que se 
detallan en los Anexos 6 y 7. 
 
Cabe señalar que tanto los gastos centralizados reportados por el 
Partido Revolucionario Institucional, así como los que este realizó 
directamente, se efectuó el mismo procedimiento para el prorrateo de 
dichos gastos, por lo que se realizó lo siguiente: 
 
En este tenor al aplicar la citada formula a cada uno de los distritos, se 
determinó que el porcentaje aplicado a cada una de las facturas es el 
mismo. Por tal razón, la Comisión de Fiscalización utilizó en todo 
momento los porcentajes de distribución mencionados en el Anexo 7. 
 
Asimismo, una vez distribuido el monto total de gastos centralizados 
de campaña reportados por el Partido Revolucionario Institucional en 
Televisión y Radio respectivamente, de conformidad con los puntos 
antes señalados, se procedió a realizar el prorrateo de los citados 
gastos. Dicho prorrateo se detalla en los Anexos 8 y 9, los cuales se 
componen de la siguiente forma: 
 

 Se consideraron los 203 distritos electorales en que contendió el 
partido, como se puede ver en las 3 primeras columnas de dichos 
anexos. 

 
 Se consideraron los gastos centralizados que le corresponden al 
partido según auditoria. 
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 El procedimiento de prorrateo de los gastos centralizados, se apegó 
en todo momento a lo dispuesto en el artículo 12.6 del Reglamento 
de la materia, es decir, un 50% en forma igualitaria y el 50% restante 
de conformidad con los porcentajes detallados en los Anexos 5 y 7. 

 
 Los Anexos 8 y 9 corresponden al prorrateo fijo del gasto 
centralizado reportado por el Partido Revolucionario Institucional en 
Televisión y Radio respectivamente, el cual se prorrateó de manera 
igualitaria entre los 203 distritos beneficiados según correspondiera, 
considerando como base del prorrateo los gastos centralizados 
determinados por auditoria (Anexo 4). 
 
En las columnas “Según Auditoria” del Anexos 8 y 9 se pueden 
observar las cifras correspondientes a cada uno de los distritos 
determinados por auditoria.  
 
Respecto a las facturas No. A-434792 y A-435507, columna “Según 
Auditoria” del Anexo 8 el prorrateo se realizó de manera igualitaria 
entre los distritos afectados del partido, toda vez que las hojas 
membreteadas de las citadas facturas indican que los promocionales 
se transmitieron a nivel nacional, situación que ya se detalló en 
puntos anteriores. 

 
 Los Anexos 10 y 11 corresponden al prorrateo variable del gasto 
centralizado realizados por el Partido Revolucionario Institucional en 
Televisión y Radio respectivamente, en beneficio tanto del partido 
como de la coalición, el cual se asignó aplicando los porcentajes de 
los montos líquidos que el partido asignó a cada uno de los 203 
distritos por parte de esta autoridad electoral los cuales se detallan 
en el Anexo 7. 

 
Lo anterior, toda vez que los montos líquidos que el partido aplicó a 
cada uno de los 203 distritos no coinciden con los porcentajes de 
prorrateo variable entregados por el partido el día 19 de diciembre de 
2003. Es decir, el prorrateo variable aplicable a los 203 distritos del 
partido fue asignado conforme al porcentaje obtenido de las cifras de 
pesos y centavos que el partido reportó y no conforme a los 
porcentajes reportados.  
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Esto es así por que al aplicar los porcentajes establecidos por el 
partido se observó que estos no coinciden con los montos en pesos 
y centavos asignados. 

 
En los Anexos 10 y 11 se presentan las cifras correspondientes a los 
gastos erogados por el Partido Revolucionario Institucional en 
beneficio del mismo, los cuales fueron reportados mediante 83 
facturas, 36 de gastos en televisión y 47 de gastos en radio, 
presentadas a esta autoridad electoral. 
 
Respecto a las facturas No. A-434792 y A-435507, columna “Según 
Auditoria” del Anexo 10 el prorrateo se efectuó aplicando los 
porcentajes de distribución del Anexo 7 entre los distritos afectados 
del partido, toda vez que las hojas membreteadas de las citadas 
facturas indican que los promocionales se transmitieron a nivel 
nacional, situación que ya se detalló en puntos anteriores. 

 
 Adicionalmente, el Partido Revolucionario Institucional realizó gastos 
centralizados en Televisión y Radio únicamente en su beneficio, toda 
vez que fueron realizados por los Comités Directivos Estatales del 
citado partido, de los cuales se efectuaron los cálculos 
correspondientes considerando el 50% igualitario, de conformidad 
con el artículo 12.6 del Reglamento de mérito, mismo que coincide 
con el determinado por auditoria, situación que se plasma en los 
Anexos 12 y 13. 

 
 Respecto al 50% variable, en los Anexos 14 y 15, se realizaron los 
cálculos correspondientes considerando el monto total de gastos 
centralizados de campaña erogados por el Partido Revolucionario 
Institucional en Televisión y Radio respectivamente, que beneficiaron 
únicamente al mismo, toda vez que fueron realizados por los 
Comités Directivos Estatales, el cual se asignó aplicando los 
porcentajes de los montos líquidos que el partido asignó a cada uno 
de los 203 distritos por parte de esta autoridad electoral los cuales se 
detallan en el Anexo 7. 

 
Lo anterior, toda vez que los montos líquidos que el partido aplicó a 
cada uno de los 203 distritos no coinciden con los porcentajes de 
prorrateo variable entregados por el partido el día 19 de diciembre de 
2003. Es decir, el prorrateo variable aplicable a los 203 distritos del 
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partido fue asignado conforme al porcentaje obtenido de las cifras de 
pesos y centavos que el partido reportó y no conforme a los 
porcentajes reportados.  
 
Esto es así por que al aplicar los porcentajes establecidos por el 
partido se observó que estos no coinciden con los montos en pesos 
y centavos asignados.  
 
Por lo antes expuesto, en los Anexos 14 y 15, se confirma que en 
todo momento se consideraron los porcentajes de distribución 
aplicados por el partido. 

 
Ahora bien, una vez determinado los porcentajes del prorrateo variable 
correspondiente, conforme al gasto aplicado por el partido a cada uno 
de los 203 distritos, se procedió a determinar que el total de los gastos 
de campaña para cada uno de sus distritos.  Dicha operación se 
detalla en el Anexo 17 (anexo 23 del Dictamen Consolidado de 
Informes de Campaña del año 2003), que se compone de la siguiente 
forma:  
 
En la columna (A). “TOTAL DE GASTOS ‘IC’”, se muestra el monto 
total de los gastos de campaña reportados en los Informes de 
Campaña presentados por el partido el día 15 de marzo de 2004.  
 
La columna (B) “PRORRATEO SEGÚN PARTIDO” corresponde al 
total de los gastos centralizados y prorrateados según el partido (cifras 
que se pueden ver en el Anexo 16 “Resumen del Prorrateo Fijo y 
Variable de Gastos Centralizados 2003”, columna “Total de Gastos 
según Partido”), cifras que se restaron a la columna (A), obteniendo 
así el total de los gastos directos realizados por los candidatos y 
señalados en la columna (C) “DIFERENCIA”.  
 
La suma de la columna (C) más el total de los gastos centralizados y 
prorrateados determinados por auditoria columna (D) “PRORRATEO 
SEGÚN AUDITORIA” (cifras que se pueden ver en el Anexo 16 
columna “Total de Gastos según Auditoria”) se muestra en la columna 
(E) “TOTAL DE GASTOS SEGÚN AUDITORIA”, el cual constituye el 
importe total de gastos reales que el partido reportó haber erogado en 
beneficio de cada uno de los 203 distritos electorales. Adicionalmente, 
al comparar las cifras reflejadas en la columna (E) contra el tope de 
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gastos de campaña de 2003, que por Acuerdo del Consejo General 
del Instituto Federal Electoral CG04/2003 de fecha 28 de enero de 
2003, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de febrero 
de 2003 fue determinado en $849,248.56 y señalado en la columna 
(F), se revela en la columna (G) “IMPORTE QUE REBASA EL TOPE” 
el importe que rebasa el tope de campaña por distrito electoral.  
 
Ahora bien, en las columnas (H) “MVS FACTURA E 8416” e (I) “MVS 
FACTURA E 8007” se muestran las cifras que le corresponden a cada 
uno de los distritos del total prorrateado de las citadas facturas, las 
cuales no fueron consideradas por el partido, sin embargo como se 
mencionó en puntos anteriores, corresponden a gastos de campaña 
del Partido Revolucionario Institucional, cifras que se sumaron a la 
columna (G) “IMPORTE QUE REBASA EL TOPE”, obteniendo así el 
total que rebasa el tope de campaña por distrito electoral (columna J) y 
señalados en la columna “DISTRITOS QUE REBASAN EL TOPE DE 
CAMPAÑA” con “X”.   
  
La anterior descripción permite observar con claridad que como 
resultado de la aplicación del gasto reportado en cada uno de los 
distritos conforme a lo antes señalado, el partido sumó al total previo 
de 13 distritos electorales en los que se rebasó el tope de gastos de 
campaña (distritos 1 y 5 de Durango, 7 de Guerrero, 8, 10 y 19 de 
Jalisco, 2 de Morelos, 5, 8 y 10 de Oaxaca, 8 de Tamaulipas, 23 de 
Veracruz y 3 de Zacatecas 3) un total de 117 distritos adicionales que 
rebasan el tope de gastos de campaña, sumándose un total de 130 
distritos electorales que incurren en esta situación.   
 
Por lo antes expuesto, el partido incumplió con lo dispuesto en los 
artículos 41, fracción II, último párrafo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 182-A, párrafo 1 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
A partir de lo manifestado por la Comisión de Fiscalización de los 
Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, este Consejo 
General concluye que el Partido Revolucionario Institucional incumplió 
con lo establecido en los artículos 41, fracción II, último párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 182-A, 
párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales. 
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El último párrafo de la fracción II, del artículo 41 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la ley debe 
fijar los criterios para determinar límites a erogaciones de los partidos 
políticos en sus campañas electorales y las sanciones que deben 
imponerse por el incumplimiento de las disposiciones relativas.  
 
En cumplimiento a la norma constitucional aludida, el artículo 182-A, 
párrafo 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, establece como obligación de los partidos políticas que los 
gastos que realicen en propaganda electoral y actividades de 
campaña no rebasen los topes acordados por el Consejo General para 
cada elección. 
 
El Consejo General, en ejercicio de la atribución señalada en el 
artículo 182-A de la ley electoral, aprobó, en sesión ordinaria 
celebrada el 20 de enero de 2003, el Acuerdo por el que se 
determinan los topes de gastos de las campañas de diputados de 
mayoría para las elecciones federales de 2003, el cual fue publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 11 de febrero del mismo año. 
Dicho acuerdo señala que el tope máximo de gastos de cada campaña 
para la elección de diputados por el principio de mayoría relativa, fue 
la cantidad de $849,248.56 (ochocientos cuarenta y nueve mil 
doscientos cuarenta y ocho pesos 56/100 M.N.). 
 
La autoridad electoral tiene el deber de verificar que los partidos 
políticos y coaliciones respeten los topes de gastos de campaña, 
situación que de no tenerse en cuenta implicaría dejar sin contenido 
normativo una disposición legal que impone una obligación a cargo de 
los partidos políticos y coaliciones de respetar los topes fijados por la 
autoridad electoral en cumplimiento a las disposiciones legales que 
reglamentan lo establecido en la fracción II, del artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido 
de que deberán establecerse límites a las erogaciones de los partidos 
políticos y coaliciones en sus campañas electorales, a los cuales 
deben ajustarse en tanto son considerados, por la misma disposición 
de nuestro ordenamiento legal supremo, entidades de interés público. 
 
Por su parte, el párrafo 2, del artículo 182-A del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, establece aquellos 
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conceptos que quedan comprendidos en los topes de gasto, entre los 
que se encuentran los siguientes:  
 
a) Gastos de propaganda, los que comprenden las erogaciones 
realizadas en bardas, mantas, volantes, pancartas, equipos de sonido, 
eventos políticos realizados en lugares alquilados, propaganda 
utilitaria y otros similares;  
 
b) Gastos operativos de la campaña, los cuales comprenden los 
sueldos y salarios del personal eventual, arrendamiento eventual de 
muebles e inmuebles, gastos de transporte de material y personal, 
viáticos y otros similares; y  
 
c) Gastos de propaganda en prensa, radio y televisión, categoría en la 
que quedan comprendidos las erogaciones realizadas en cualquiera 
de estos medios tales como mensajes, anuncios publicitarios y sus 
similares, tendientes a la obtención del voto.  
 
Como se puede observar, el sistema electoral federal establece una 
serie de principios que rigen la actividad electoral. Asimismo, el 
sistema fiscalizador federal inserto dentro del primero establece, por 
su parte, una serie de principios tendientes a asegurar que los partidos 
dispongan de recursos equitativos y que se ajusten a métodos de 
comprobación adecuados al momento que son aplicados los recursos, 
ya sea para solventar actividades ordinarias o bien para cubrir 
actividades de campaña. 
 
Los principios más sobresalientes dentro del sistema de fiscalización 
federal, de acuerdo con lo que establece la Constitución y la Ley de la 
materia, son los siguientes: 
 
• Equidad de medios materiales.- La ley garantizará que los 
partidos cuenten con los elementos necesarios para llevar a cabo sus 
actividades. 
• Igualdad legal para el financiamiento.- La ley fijará las reglas del 
financiamiento de los partidos y de sus campañas, de modo que el 
financiamiento público tenga preeminencia sobre el privado. 
• Suficiencia de recursos para el cumplimiento de sus fines.- El 
financiamiento público que reciban los partidos políticos en términos 
de ley, debe ser suficiente para el sostenimiento de sus actividades 
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permanentes y aquellas que desplieguen para obtener el voto 
ciudadano. 
• Medidas de austeridad para el ejercicio del gasto.- Los gastos 
que realicen los partidos con motivo de sus campañas electorales 
tendrá un límite legal. 
• Certeza respecto del financiamiento de militantes y 
simpatizantes.- La Ley fijará las aportaciones máximas que pueden 
hacer los simpatizantes de los partidos políticos. 
• Medios efectivos de control y vigilancia.- Los mecanismos de 
control y vigilancia a que se someterán los partidos para comprobar el 
origen, uso y destino de sus recursos, deben estar previstos en ley. 
 
Uno de los principios que tiene preeminencia dentro del sistema 
fiscalizador federal es el de control, que implica, por una parte, que se 
prevean mecanismos que den garantía de que las actividades políticas 
se realicen con equilibrios entre un gasto razonable y un ingreso 
suficiente, y ambos sean fácilmente comprobables (control interno) y, 
por la otra, que existan Instrumentos a través de los cuales los 
partidos rindan cuentas respecto de los ingresos que reciban por 
cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y 
aplicación, a la autoridad (controles externos).  
 
Este principio de control asegura el cumplimiento de varios objetivos 
dentro del sistema de fiscalización, a saber: la legalidad en el ingreso; 
la adecuada comprobación de los gastos; la limitación a las 
aportaciones finalistas o anónimas y, la protección al principio de 
equidad en la contienda e igualdad en las condiciones para competir. 
 
El hecho de que la norma legal establezca que los partidos políticos 
deben ajustarse a los topes de gastos de campaña que determine la 
autoridad electoral, tiene por objeto, precisamente, restringir el gasto 
que los partidos apliquen a actividades tendientes a obtener el voto, a 
fin de que no se logre una ventaja indebida a favor de quien dedique 
mayor cantidad de recursos para promover una candidatura o 
candidaturas. 
 
Es decir, la imposición normativa de topes de campaña tiene por 
objeto propiciar una mayor equidad en la contienda, al establecer que 
los partidos, grandes o pequeños, no deben gastar más allá de lo que 
específicamente se permite. 



 259

 
De lo dicho en los párrafos previos, se tiene que, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 269, párrafo 2, inciso f) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, un partido o coalición 
debe ser sancionado cuando sobrepase durante la campaña electoral 
los topes fijados conforme al artículo 182-A del mismo ordenamiento 
legal. 
 
Ahora bien, al aplicar las cifras determinadas por auditoría en el 
prorrateo de gastos presentado por el partido, se determinó que en 
130 distritos electorales, se rebasó el tope de gastos de campaña 
establecido para la elección de diputados por el principio de mayoría 
relativa en el proceso electoral de 2003, a saber: 
 
 

REVISIÓN DE INFORME DE CAMPAÑA 2003 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

 
 
 
 

ESTADO DISTRITO 
ELECTORAL 

TOTAL DE GASTOS 
SEGÚN AUDITORÍA 

TOPE DE CAMPAÑA TOTAL DE 
GASTOS CONTRA 

TOPE DE 
CAMPAÑA 

DISTRITOS QUE 
REBASAN EL TOPE 

DE  

  A B A-B=C CAMPAÑA 
BAJA CALIFORNIA 1 $868,974.89 $849,248.56 $19,726.33 X 

 6 888,357.27 849,248.56 39,108.71 X 
COAHUILA 1 $873,782.24 $849,248.56 $24,533.68 X 

 2 903,527.67 849,248.56 54,279.11 X 
 3 879,543.06 849,248.56 30,294.50 X 
 4 873,851.00 849,248.56 24,602.44 X 
 5 880,277.52 849,248.56 31,028.96 X 
 6 860,771.53 849,248.56 11,522.97 X 
 7 879,681.49 849,248.56 30,432.93 X 

COLIMA 2 888,249.00 849,248.56 39,000.44 X 
CHIAPAS 8 867,165.65 849,248.56 17,917.09 X 

 9 863,198.12 849,248.56 13,949.56 X 
 12 855,901.50 849,248.56 6,652.94 X 

DISTRITO FEDERAL 5 865,694.17 849,248.56 16,445.61 X 
 8 854,891.90 849,248.56 5,643.34 X 
 11 862,019.89 849,248.56 12,771.33 X 
 21 858,360.62 849,248.56 9,112.06 X 

DURANGO 1 $902,921.78 $849,248.56 $53,673.22 X 
 2 862,324.67 849,248.56 13,076.11 X 
 3 853,663.70 849,248.56 4,415.14 X 
 4 877,420.33 849,248.56 28,171.77 X 
 5 898,883.54 849,248.56 49,634.98 X 

GUERRERO 2 880,434.55 849,248.56 31,185.99 X 
 4 869,933.09 849,248.56 20,684.53 X 
 7 988,968.44 849,248.56 139,719.88 X 

HIDALGO 1 $877,977.25 $849,248.56 $28,728.69 X 
 2 886,466.39 849,248.56 37,217.83 X 
 3 878,882.69 849,248.56 29,634.13 X 
 4 878,653.02 849,248.56 29,404.46 X 
 5 877,755.15 849,248.56 28,506.59 X 
 6 855,966.40 849,248.56 6,717.84 X 
 7 878,826.57 849,248.56 29,578.01 X 

JALISCO 1 $864,986.62 $849,248.56 $15,738.06 X 
 2 869,855.95 849,248.56 20,607.39 X 
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REVISIÓN DE INFORME DE CAMPAÑA 2003 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

 
 
 
 

ESTADO DISTRITO 
ELECTORAL 

TOTAL DE GASTOS 
SEGÚN AUDITORÍA 

TOPE DE CAMPAÑA TOTAL DE 
GASTOS CONTRA 

TOPE DE 
CAMPAÑA 

DISTRITOS QUE 
REBASAN EL TOPE 

DE  

  A B A-B=C CAMPAÑA 
 3 863,379.59 849,248.56 14,131.03 X 
 4 855,442.20 849,248.56 6,193.64 X 
 5 863,467.59 849,248.56 14,219.03 X 
 6 861,609.76 849,248.56 12,361.20 X 
 7 880,921.21 849,248.56 31,672.65 X 
 8 912,371.08 849,248.56 63,122.52 X 
 9 872,022.12 849,248.56 22,773.56 X 
 10 1,152,358.75 849,248.56 303,110.19 X 
 11 869,365.28 849,248.56 20,116.72 X 
 12 871,091.59 849,248.56 21,843.03 X 
 13 861,110.43 849,248.56 11,861.87 X 
 14 867,147.03 849,248.56 17,898.47 X 
 15 860,485.11 849,248.56 11,236.55 X 
 16 864,804.29 849,248.56 15,555.73 X 
 17 869,857.03 849,248.56 20,608.47 X 
 18 860,987.86 849,248.56 11,739.30 X 
 19 1,034,321.66 849,248.56 185,073.10 X 

MICHOACAN 1 $933,817.91 $849,248.56 $84,569.35 X 
 2 934,621.03 849,248.56 85,372.47 X 
 3 926,972.02 849,248.56 77,723.46 X 
 4 1,013,096.96 849,248.56 163,848.40 X 
 5 959,991.68 849,248.56 110,743.12 X 
 6 953,408.34 849,248.56 104,159.78 X 
 7 930,593.61 849,248.56 81,345.05 X 
 8 942,080.50 849,248.56 92,831.94 X 
 9 948,108.89 849,248.56 98,860.33 X 
 10 940,270.44 849,248.56 91,021.88 X 
 11 1,045,308.20 849,248.56 196,059.64 X 
 12 933,158.42 849,248.56 83,909.86 X 
 13 975,724.78 849,248.56 126,476.22 X 

MORELOS 1 $874,227.07 $849,248.56 $24,978.51 X 
 2 1,026,973.54 849,248.56 177,724.98 X 

NAYARIT 2 855,264.77 849,248.56 6,016.21 X 
OAXACA 2 882,075.28 849,248.56 32,826.72 X 

 4 855,915.31 849,248.56 6,666.75 X 
 5 930,301.67 849,248.56 81,053.11 X 
 6 850,696.79 849,248.56 1,448.23 X 
 7 859,901.55 849,248.56 10,652.99 X 
 8 1,106,983.40 849,248.56 257,734.84 X 
 10 946,169.76 849,248.56 96,921.20 X 
 11 870,562.75 849,248.56 21,314.19 X 

PUEBLA  1 $861,275.25 $849,248.56 $12,026.69 X 
 2 869,862.43 849,248.56 20,613.87 X 
 3 864,649.23 849,248.56 15,400.67 X 
 4 870,027.30 849,248.56 20,778.74 X 
 5 868,385.70 849,248.56 19,137.14 X 
 6 872,839.10 849,248.56 23,590.54 X 
 7 867,219.74 849,248.56 17,971.18 X 
 9 874,396.36 849,248.56 25,147.80 X 
 10 871,890.64 849,248.56 22,642.08 X 
 11 880,329.39 849,248.56 31,080.83 X 
 12 881,393.97 849,248.56 32,145.41 X 
 14 864,878.29 849,248.56 15,629.73 X 
 15 876,145.66 849,248.56 26,897.10 X 

QUINTANA ROO 1 $874,087.25 $849,248.56 $24,838.69 X 
SINALOA 1 $879,313.68 $849,248.56 $30,065.12 X 

 2 883,297.85 849,248.56 34,049.29 X 
 3 877,841.22 849,248.56 28,592.66 X 
 5 876,454.53 849,248.56 27,205.97 X 
 7 879,390.71 849,248.56 30,142.15 X 
 8 890,974.26 849,248.56 41,725.70 X 

TABASCO 1 $863,340.75 $849,248.56 $14,092.19 X 
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REVISIÓN DE INFORME DE CAMPAÑA 2003 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

 
 
 
 

ESTADO DISTRITO 
ELECTORAL 

TOTAL DE GASTOS 
SEGÚN AUDITORÍA 

TOPE DE CAMPAÑA TOTAL DE 
GASTOS CONTRA 

TOPE DE 
CAMPAÑA 

DISTRITOS QUE 
REBASAN EL TOPE 

DE  

  A B A-B=C CAMPAÑA 
 2 858,725.46 849,248.56 9,476.90 X 
 3 860,566.90 849,248.56 11,318.34 X 
 4 861,606.76 849,248.56 12,358.20 X 
 5 864,071.22 849,248.56 14,822.66 X 
 6 867,691.84 849,248.56 18,443.28 X 

TAMAULIPAS 1 $862,972.51 $849,248.56 $13,723.95 X 
 3 880,935.33 849,248.56 31,686.77 X 
 4 866,230.04 849,248.56 16,981.48 X 
 5 873,796.86 849,248.56 24,548.30 X 
 6 868,147.54 849,248.56 18,898.98 X 
 7 875,834.17 849,248.56 26,585.61 X 
 8 947,201.77 849,248.56 97,953.21 X 

TLAXCALA 1 $870,425.83 $849,248.56 $21,177.27 X 
 2 899,344.83 849,248.56 50,096.27 X 
 3 866,826.05 849,248.56 17,577.49 X 

VERACRUZ 3 854,498.32 849,248.56 5,249.76 X 
 5 862,670.60 849,248.56 13,422.04 X 
 7 856,803.01 849,248.56 7,554.45 X 
 9 870,855.25 849,248.56 21,606.69 X 
 12 858,289.34 849,248.56 9,040.78 X 
 13 852,815.09 849,248.56 3,566.53 X 
 14 853,931.95 849,248.56 4,683.39 X 
 15 858,384.41 849,248.56 9,135.85 X 
 16 880,999.15 849,248.56 31,750.59 X 
 19 871,907.66 849,248.56 22,659.10 X 
 21 881,114.50 849,248.56 31,865.94 X 
 22 881,844.06 849,248.56 32,595.50 X 
 23 976,500.45 849,248.56 127,251.89 X 

YUCATAN 1 $864,371.93 $849,248.56 $15,123.37 X 
 2 871,429.75 849,248.56 22,181.19 X 
 5 874,380.40 849,248.56 25,131.84 X 

ZACATECAS 1 $865,580.32 $849,248.56 $16,331.76 X 
 3 923,999.51 849,248.56 74,750.95 X 
 4 863,048.11 849,248.56 13,799.55 X 
    

TOTAL  $115,640,929.14 $110,402,312.80 $5,238,616.34 130 
    

 
El bien jurídico tutelado por el artículo 182-A del código electoral 
federal, encuentra vinculación con el principio equidad, en tanto que 
los partidos políticos y coaliciones tienen la obligación de respetar los 
topes de gastos de campaña fijados por el Consejo General del 
Instituto Federal Electoral, para que exista una igualdad de 
condiciones respecto de las erogaciones realizadas en las mismas, de 
modo que no exista un beneficio injustificado a quien disponga de 
mayor cantidad de recursos con respecto a sus oponentes. 
 
Asimismo, esta autoridad electoral considera que se violenta con el 
principio de legalidad, toda vez que independientemente de la cantidad 
rebasada, relativa al tope de gasto de campaña en un distrito electoral, 
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los partidos políticos y coaliciones tienen la obligación de respetar la 
norma de manera irrestricta, por lo que su cumplimiento no puede 
quedar supeditado al monto superado, es decir, se impone una 
obligación que es de necesario cumplimiento y cuya desatención 
implica la violación a la normatividad electoral que impone dicha 
obligación, y admite la imposición de una sanción por la contumacia en 
que se incurre. 
 
La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y 
Agrupaciones Políticas tiene a su cargo, entre otras, las siguientes 
atribuciones: vigilar que los recursos que sobre el financiamiento 
ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen 
estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 
revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y 
de campaña, según corresponda; presentar al Consejo General los 
dictámenes que formulen respecto de las auditorías y verificaciones 
practicadas; e informar al Consejo General, de las irregularidades en 
que hubiesen incurrido los partidos políticos y las agrupaciones 
políticas derivadas del manejo de sus recursos, el incumplimiento a su 
obligación de informar sobre la aplicación de los mismos y, en su caso, 
de las sanciones que a su juicio procedan. 
 
Por su parte, el Consejo General del Instituto Federal Electoral tiene, 
entre otras, las siguientes atribuciones: vigilar que las actividades de 
los partidos políticos nacionales y las agrupaciones políticas se 
desarrollen con apego a este Código y cumplan con las obligaciones a 
que están sujetos; y conocer de las infracciones y, en su caso, 
imponer las sanciones que correspondan, en los términos previstos en 
la ley. 
 
Debe señalarse que los formatos establecidos en el Reglamento de la 
materia tienen la finalidad de facilitar a los partidos políticos el registro 
y control de sus ingresos y egresos, según sea el caso, buscando 
sobre todo una estandarización de los informes. No se considera 
admisible que cada partido presente sus informes a voluntad, pues ello 
supondría una suerte de anarquía tanto en la presentación de los 
informes como en la revisión de los mismos. 
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No pasa desapercibido para esta autoridad que el Partido dio 
respuesta a los distintos requerimientos de información que le formuló 
la autoridad, sin embargo, no entregó la documentación necesaria 
para desvirtuar la irregularidad que había detectado la autoridad en la 
revisión de sus informes de campaña, lo que originó que se tuviera por 
acreditada la irregularidad descrita. 
 
Asimismo, debe tomarse en cuenta que el artículo 191 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, dispone que 
cualquier infracción a las disposiciones contenidas en el capítulo en el 
cual se ubica, dentro de las cuales se encuentra el referido artículo 
182-A, deberán ser sancionadas en los términos que el propio código 
establece, lo cual se debe realizar en función de que este Consejo 
General ha tenido conocimiento, con la presentación del Dictamen 
Consolidado que resulta de la revisión de los informes de campaña de 
los partidos políticos y coaliciones, de que se cometió esta falta, que 
se tiene plenamente acreditada. 
 
En función de los hechos y fundamentos de derecho que anteceden, 
este Consejo General concluye que la falta se acreditó y conforme a lo 
dispuesto en el artículo 269, párrafo 2, inciso f) del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, amerita una sanción. 
 
La falta debe considerarse grave, pues este tipo de conductas 
trastocan uno de los principios fundamentales que deben regir en toda 
contienda electoral, como es el de equidad, toda vez que al rebasar 
los topes de gastos de campaña previstos en la ley y señalados por el 
Consejo General del Instituto Federal Electoral colocan a partido 
infractor en una situación de competencia diferente al resto de los 
partidos contendientes, lo que resulta inadmisible en un sistema de 
partidos políticos como el que opera en la República Mexicana. 
 
Por si esto fuera poco, el rebase de topes, contraria no sólo al bien 
jurídico tutelado de equidad previsto en el artículo 182-A, del Código, 
sino que también afecta otros principios establecidos en el sistema de 
fiscalización federal, como son la adecuada comprobación de los 
gastos y la protección al principio de equidad en la contienda e 
igualdad en las condiciones para competir, ya que el objetivo del 
sistema de fiscalización es que los partidos se ajusten a las reglas y 
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principios que en el se establecen, de modo que sólo realicen aquello 
que tienen permitido y se abstengan de realizar aquello que no. 
 
En la sentencia identificada como SUP-RAP-025-2004, la Sala 
Superior del Tribunal Electoral afirmó lo siguiente: 
 

“Bajo este contexto, una vez acreditada la infracción cometida por 
un partido político y su grado de responsabilidad, la autoridad 
electoral debe, en primer lugar, precisar, en términos generales, si 
la falta fue levísima, leve o grave, y en este último supuesto, 
determinar la magnitud de esa gravedad, para decidir cuál de las 
siete sanciones previstas en el párrafo 1 del artículo 269 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
debe aplicarse. Posteriormente, es necesario proceder a graduar 
o individualizar la sanción que corresponda, dentro de los 
márgenes admisibles por la ley.” 

 
Este Consejo General, interiorizando el criterio antes citado, y una vez 
que ha calificado como grave la irregularidad, procede a determinar la 
específica magnitud de esa gravedad, para luego justificar la sanción 
que resulte aplicable al caso que se resuelve por esta vía. 
 
Para tal efecto, esta autoridad no puede concluir que la irregularidad 
observada se deba a una concepción errónea de la normatividad. Lo 
anterior en virtud de que no es la primera vez en la que el Partido 
Revolucionario Institucional se somete al procedimiento de revisión de 
sus informes. 
 
También se observa que el Partido Revolucionario Institucional 
presenta, en términos generales, condiciones inadecuadas respecto al 
control de sus registro y documentación de sus ingresos y egresos, 
particularmente en cuanto a su apego a las normatividad electoral, 
reglamentaria y contable. 
 
Además, se considera que no es posible arribar a conclusiones sobre 
la existencia de dolo, pero sí es claro que existe, al menos, una falta 
de cuidado en el manejo de los recursos. 
 
Es menester considerar que, de conformidad con el artículo 36, 
párrafo 1, inciso e) del Código Federal de Instituciones y 
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Procedimientos Electorales es derecho de los partidos formar frentes y 
coaliciones, así como fusionarse.  
 
En el caso que nos ocupa, los partidos Revolucionario Institucional y 
Verde Ecologista de México manifestaron al Consejo General su 
intención de formar una coalición parcial, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 62, párrafo 1 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.  
 
Adicionalmente, se tiene presente que de conformidad con el artículo 
62, párrafo 1, inciso h), del mismo Código Federal Electoral, para la 
elección federal de 2003, en el convenio de coalición respectivo se 
estableció el monto de las aportaciones de cada partido coaligado 
para el desarrollo de las campañas respectivas, así como la forma de 
reportarlo en los informes correspondientes. 

Cabe recordar que, el 14 de marzo de 2003, este Consejo General 
aprobó la Resolución sobre la solicitud de registro de la Coalición 
Parcial para postular diputados por el principio de mayoría relativa en 
noventa y siete distritos uninominales, denominada “Alianza para 
Todos”, con el objeto de participar en el proceso electoral federal del 
año 2003, que fue presentada los partidos políticos nacionales 
denominados Partido Revolucionario Institucional y Partido Verde 
Ecologista de México. En dicha resolución se estableció, en los 
resolutivos décimo primero y décimo segundo lo siguiente: 

“DÉCIMO PRIMERO.- LA COALICIÓN DENOMINADA “ALIANZA 
PARA TODOS” Y LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES 
QUE LA INTEGRAN, EN LO RELATIVO A LA PRESENTACIÓN 
DE INFORMES DE INGRESOS Y EGRESOS, DEBERÁN 
OBSERVAR EL “REGLAMENTO QUE ESTABLECE LOS 
LINEAMIENTOS, FORMATOS E INSTRUCTIVOS APLICABLE A 
LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES QUE FORMEN 
COALICIONES”, APROBADO POR ESTE CONSEJO GENERAL 
EN SU SESIÓN ORDINARIA DEL 28 DE FEBRERO DE DOS 
MIL TRES.” 
 
“DÉCIMO SEGUNDO.- ATENDIENDO A LA NATURALEZA 
LEGAL DE LAS COALICIONES, LOS EFECTOS DE LA 
COALICIÓN OBJETO DE ESTA RESOLUCIÓN DURARÁN 
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DESDE EL MOMENTO EN QUE SE REGISTRE SEGÚN EL 
PUNTO PRIMERO DEL PRESENTE INSTRUMENTO Y HASTA 
CONCLUIDA LA ETAPA DE DECLARACIÓN DE VALIDEZ Y 
RESULTADOS DE LA ELECCIÓN DE DIPUTADOS 
FEDERALES AL CONGRESO DE LA UNIÓN. EN DICHO 
PERIODO, LOS PARTIDOS COALIGADOS DEBERÁN ACTUAR 
COMO UN SOLO PARTIDO POLÍTICO, EN TODOS AQUELLOS 
ACTOS QUE REALICEN DE NATURALEZA ELECTORAL, EN 
LOS DISTRITOS DE LA COALICIÓN.” 

 
Ahora bien, el artículo 1.6 del reglamento aplicable a las coaliciones 
establece de manera clara y precisa que para la realización de gastos 
centralizados que beneficien a varias campañas políticas de 
candidatos de la Coalición, deberán abrirse cuentas bancarias que se 
denominarán CBN-COA-(siglas de la coalición), que serán manejadas 
por el órgano de finanzas de la coalición, y CBE-COA-(siglas de la 
coalición), que serán manejadas por los representantes del órgano de 
finanzas de la coalición en las entidades federativas. 
 
Por otra parte, en el Convenio de Coalición que fue presentado por los 
partidos Revolucionario Institucional y Verde Ecologista se estableció 
que el órgano responsable de las finanzas de la citada Coalición es el 
Partido Revolucionario Institucional. 
 
Así las cosas, de lo anteriormente expuesto se desprende que la 
Coalición “Alianza para Todos”  fue una coalición parcial aprobada por 
este Consejo General en 97 distritos electorales. En los restantes 203 
distritos los partidos Revolucionario Institucional y Verde Ecologista de 
México contendieron de manera individual. De tal suerte, se tiene que 
en los distritos en los que actuaron de manera coaligada los derechos 
y obligaciones de los partidos mencionados deben considerarse como 
aplicables a un solo ente, en tanto que en aquéllos distritos en los que 
cada partido actuó de manera individual, los derechos y obligaciones a 
los que se hacen acreedores únicamente son susceptibles de 
materializarse en cada uno de los coaligados y no así en la coalición. 
 
Por lo antes expuesto, no ha lugar a considerar correcto el prorrateo 
que realizó el Partido Revolucionario Institucional de los gastos 
realizados en radio y televisión que, en su opinión, beneficiaron tanto 
al partido como a la coalición en razón de lo siguiente: 
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1. El partido contendió  en 203 distritos de manera individual y 

en 97 de manera coaligada. 
 
2. El partido presentó a nombre propio 203 informes de 

campaña. Asimismo, presentó en su calidad de responsable 
del órgano de finanzas de la coalición 97 informes de 
campaña. Es decir, tal conducta evidencia que el partido 
conocía los derechos y obligaciones que le eran propios, así 
como los que le correspondían a la coalición por lo que 
presentó informes de campaña, en los que reportó los 
ingresos y egresos de cada uno de los entes de manera 
separada. 

 
3. De la revisión de los informes se detectó que el partido realizó 

erogaciones en radio y televisión, las cuales fueron cubiertas 
con recursos provenientes de una cuenta bancaria utilizada 
por el partido para el manejo de sus recursos y no así de la 
coalición. 

 
4. Las erogaciones mencionadas en el punto anterior, fueron 

prorrateadas por el partido entre los 300 distritos electorales, 
aun cuando los gastos beneficiaban únicamente al partido 
(203 distrititos) o únicamente a la coalición (97 distrititos). 

 
Asimismo se toman en cuenta las siguientes circunstancias: 
 
a) Los topes de gastos se establecen en la ley con el fin de que los 
partidos políticos y coaliciones tengan conocimiento de la cantidad que 
les será permitido erogar en una contienda electoral, a efecto de que 
ajusten sus gastos a ese límite y evitar con ello un descontrol sobre los 
recursos que cada partido político destina a sus campaña electorales. 
 
b) El hecho de que el partido rebase esos topes impide que la 
autoridad electoral tenga un control preciso sobre los recursos que se 
erogan, causando una afectación a su posición de garante de los 
principios rectores de las elecciones. 
 
c) El hecho de que un partido político o coalición supere los topes de 
gastos definidos por el Consejo General, lo pone en una posición de 
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ilegítima ventaja con respecto al resto de los partidos y coaliciones, en 
un sistema que pretende producir equidad en la contienda electoral. 
 
Por lo anterior y ante el concurso de los elementos mencionados, se 
considera que la infracción debe calificarse como particularmente 
grave. Esto obedece al hecho de que con la conducta desplegado por 
el infractor se trastoca uno de los principios fundamentales de toda 
contienda electoral, como es el de la equidad y la igualdad de 
condiciones en la competencia. 
 
Por todo lo anterior, especialmente, el bien jurídico protegido y los 
efectos de la infracción, la irregularidad cometida por el Partido 
Revolucionario Institucional debe ser objeto de una sanción que, sin 
desconocer la gravedad de la conducta, también tenga en cuenta las 
circunstancias particulares que se presentaron en el caso concreto a 
efecto de determinar la sanción que deba imponerse, sin que ello 
implique que la misma sea de tal monto que no cumpla con una de sus 
finalidades, que es la de disuadir la posible comisión de faltas 
similares que también pudieran afectar los valores protegidos por la 
norma transgredida y que se han precisado previamente. 
 
En este sentido, es necesario tomar en cuenta que las sanciones que 
se pueden imponer al partido político infractor se encuentran 
especificadas en el artículo 269, párrafo 1, del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, las cuales son: 
 

a) Amonestación pública; 
 

b) Multa de 50 a 5 mil días de salario mínimo general vigente para 
el Distrito Federal; 

 
c) Reducción de hasta el 50% de las ministraciones del 
financiamiento público que les corresponda por el período que 
señale la resolución; 

 
d) Supresión total de la entrega de las ministraciones del 
financiamiento que les corresponda por el período que señale la 
resolución; 

 
e) Negativa del registro de las candidaturas; 
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f) Suspensión de su registro como partido político o agrupación 
política, y 

 
g) La cancelación de su registro como partido político o agrupación 
política. 

 
Es importante destacar que si bien la sanción administrativa debe 
tener como una de sus finalidades el resultar una medida ejemplar, 
tendiente a disuadir la posible comisión de infracciones similares en el 
futuro, no menos cierto es que en cada caso debe ponerse particular 
atención en las circunstancias objetivas de modo, tiempo y lugar, así 
como en las condiciones subjetivas, a efecto de que las sanciones no 
resulten inusitadas, trascendentales, excesivas, desproporcionadas o 
irracionales o, por el contrario, insignificantes o irrisorias. 
 
Efectivamente, mientras que una conducta puede no resultar grave en 
determinado caso, atendiendo a todos los elementos y circunstancias 
antes precisados, en otros casos, la misma conducta puede estar 
relacionada con otros aspectos, como puede ser un beneficio o lucro 
ilegalmente logrado, o existir un determinado monto económico 
involucrado en la irregularidad, lo que puede darse en el caso de la 
revisión de informes anuales y de campaña por irregularidades 
derivadas del manejo de sus ingresos y egresos, de tal forma que 
tales elementos sea necesario tenerlos también en consideración, 
para que la individualización de la sanción sea adecuada. 
 
En relación con la capacidad económica del infractor, la cual 
constituye uno de los elementos que la autoridad ha de valorar en la 
aplicación de sanciones, este Consejo General advierte que el partido 
político cuenta con capacidad suficiente para enfrentar la sanción que 
se le impone, por tratarse de un partido político que conservó su 
registro luego de las pasadas elecciones celebradas el 6 de julio de 
2003, y recibió como financiamiento público para actividades 
ordinarias permanentes por parte del Instituto Federal Electoral, para 
el año 2005, un total de $602,558,884.31 tal y como consta en el 
acuerdo número CG23/2005 emitido por este Consejo General. Lo 
anterior, aunado al hecho de que el partido político que por esta vía se 
sanciona, está legal y fácticamente posibilitado para recibir 
financiamiento privado, con los límites que prevé la Constitución 
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General y la Ley Electoral. En consecuencia, la sanción determinada 
por esta autoridad en modo alguno afecta el cumplimiento de sus fines 
y al desarrollo de sus actividades. 
 
Sin embargo, esta autoridad electoral no omite señalar que el partido 
político infractor se encuentra pagando una sanción económica 
consistente en una multa de $1,000,000,000.00 (mil millones de pesos 
00/100 M.N.) derivada de la queja identificada con el número de 
expediente Q-CFRPAP 01/02 PRD vs PRI y confirmada por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-
RAP-018/2003, anotando que la termina de liquidar en enero de 2006. 
 
Así las cosas, tomando en cuenta la gravedad de la falta y las 
circunstancias particulares que se dieron en el caso concreto, este 
Consejo General llega a la convicción que debe imponerse al Partido 
Revolucionario Institucional una sanción que, dentro de los límites 
establecidos en el artículo 269, párrafo 1, inciso c) del Código Federal 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, sea significativa a 
efecto de disuadir la posible comisión de conductas similares en el 
futuro, por lo que se fija la sanción consistente en la reducción del 
7.33% (siete punto treinta y tres por ciento) de la ministración mensual 
que corresponda al partido, por concepto de Financiamiento Público 
para el sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanente, hasta 
alcanzar un monto líquido de $46,352,324.12 (cuarenta y seis millones 
trescientos cincuenta y dos mil trescientos veinticuatro pesos 12/100 
M.N.), misma que se hará efectiva a partir del séptimo mes a aquél en 
que quede firme la presente resolución. 
 
 
SEGUNDO. Se modifica el resolutivo segundo de la Resolución 
CG79/2004 de 19 de abril de 2004, para quedar como sigue: 
 

a) Una multa  de 320 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $13,968.10 
(trece mil novecientos sesenta y ocho pesos 10/100 M.N.). 
 
b) Una multa de 5,000 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $218,250.00 
(doscientos dieciocho mil doscientos cincuenta pesos 00/100 M.N.). 
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c) Una reducción del 1.00% (uno por ciento) de la ministración 
mensual que corresponda al partido por concepto de 
Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$1,580,795.41 (un millón quinientos ochenta mil setecientos 
noventa y cinco pesos 41/100 M.N.), misma que se hará efectiva a 
partir del mes siguiente a aquél en que quede firme la presente 
resolución. 
 
e) Una multa de 200 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $8,730.00 
(ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
f) Una Multa de 200 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $8,730.00 
(ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
g) Una multa de 1,030 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $44,959.50 
(cuarenta y cuatro mil novecientos cincuenta y nueve pesos 50/100 
M.N.). 
 
h) Una reducción del 0.14% (punto  catorce por ciento) de la 
ministración mensual que le corresponda al partido, por concepto 
de Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$220,000.00 (doscientos veinte mil pesos 00/100 M.N.) misma que 
se hará efectiva a partir del mes siguiente a aquél en que quede 
firme la presente resolución. 
 
 
i) Una reducción del 0.40% (punto cuarenta por ciento) de la 
ministración mensual que le corresponda al partido, por concepto 
de Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$625,116.56 (seiscientos veinticinco mil ciento dieciséis pesos 
56/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del mes siguiente 
a aquél en que quede firme la presente resolución. 
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j) Una multa de 1,573 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $68,661.45 
(sesenta y ocho mil seiscientos sesenta y un pesos 45/100 M.N.). 
 
k) Una multa de 1,500 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $65,475.00 
(sesenta y cinco mil  cuatrocientos setenta y cinco pesos 00/100 
M.N.). 
 
l) Una multa de 100 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $4,365.00 
(cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 
 
m) Una multa de 877 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $38,281.05 
(treinta y ocho mil doscientos ochenta y un pesos 05/100 M.N.). 
 
n) Una multa de 50 días de salario mínimo diario general de 2003 
para el Distrito Federal equivalentes a $2,182.50 (dos mil ciento 
ochenta y dos pesos 50/100). 
 
ñ) Una multa de 80 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $3,492.00 
(tres mil cuatrocientos noventa y dos pesos 00/100 M.N.). 
 
o) Una multa de 100 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $4,365.00 
(cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 
 
x) Una multa de 200 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $8,730.00 
(ocho mil setecientos treinta pesos 00/100 M.N.). 
 
y) Una multa de 186 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $8,118.90 
(ocho mil ciento dieciocho pesos 90/100 M.N.). 
 
z) Una multa de 300 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $13,095.00 
(trece mil noventa y cinco pesos 00/100 M.N.). 
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a’) una multa de 3,540 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $154,521.00 
(ciento cincuenta y cuatro mil quinientos veintiún pesos 00/100 
M.N.). 
 
b’) Una multa de 652 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $28,459.80 
(veintiocho mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 80/100 M.N.). 
 
c’) Una multa de 181 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $7,900.65 
(siete mil novecientos pesos 65/100 M.N.). 
 
d’) Una reducción del 0.17% (punto diecisiete por ciento) de la 
ministración mensual que le corresponda al partido, por concepto 
de Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$549,000.00 (quinientos cuarenta y nueve mil pesos 00/100 M.N.), 
misma que se hará efectiva a partir del mes siguiente a aquél en 
que quede firme la presente resolución. 
 
e’) Una Amonestación Pública. 
 
f’  Una multa de 1,731 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $75,558.15 
(setenta y cinco mil quinientos cincuenta y ocho pesos 15/100 
M.N.). 
 
g’) Una multa de 886 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $38,673.90 
(treinta y ocho mil seiscientos setenta y tres pesos 90/100 M.N.). 
 
h’) Una multa de 100 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $4,365.00 
(cuatro mil trescientos sesenta y cinco pesos 00/100 M.N.). 

 
i’) Una multa de 510 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $22,261.50 
(veintidós mil doscientos sesenta y un pesos 50/100 M.N.). 

 
j’) Una reducción del 2.13% (dos punto trece por ciento) de la 
ministración mensual que corresponda al partido, por concepto de 
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Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanente, hasta alcanzar un monto líquido de 
$3,364,000.00 (tres millones trescientos sesenta y cuatro mil pesos 
00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del mes siguiente 
a aquél en que quede firme la presente resolución. 
 
k’) Una multa de 463 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $20,209.95 
(veinte mil doscientos nueve pesos 95/100 M.N.). 
 
l’) Una reducción del 0.18% (punto dieciocho por ciento) de la 
ministración mensual que le corresponda al partido, por concepto 
de Financiamiento Público para el sostenimiento de Actividades 
Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar un monto liquido de 
$287,500.00 (doscientos ochenta y siete mil quinientos  pesos 
00/100 M.N.), misma que se hará efectiva a partir del mes siguiente 
a aquél en que quede firme la presente resolución. 
 
m’) Una Amonestación Pública. 
 
n’) Una multa de 256 días de salario mínimo diario general vigente 
para el Distrito Federal en el año 2003, equivalente a $11,174.40 
(once mil ciento setenta y cuatro pesos 40/100 M.N.). 

 
o’) Una Amonestación Pública. 
 
p’)  Una Amonestación Pública. 
 
q’)  Una reducción del 7.33% (siete punto treinta y tres por ciento) 
de la ministración mensual que corresponda al partido, por 
concepto de Financiamiento Público para el sostenimiento de 
Actividades Ordinarias Permanente, hasta alcanzar un monto 
líquido de $46,352,324.12 (cuarenta y seis millones trescientos 
cincuenta y dos mil trescientos veinticuatro pesos 12/100 M.N.), 
misma que se hará efectiva a partir del séptimo mes a aquél en que 
quede firme la presente resolución. 
 

 
TERCERO. Toda vez que la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación revocó las sanciones impuestas al 
Partido Revolucionario Institucional en sus inciso d) y r’), y ordenó la 
individualización de la sanción en treinta y cinco de ellas, con motivo 
de este acuerdo de acatamiento se han sustituido las sanciones 
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descritas en los incisos a), b), c),  e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), ñ), o), 
x), y), z), a’), b’), c’), d’), e’), f’’), g’), h’), i’), j’), k’), l’), m’), n’), o’), p’) y q’) 
respectivamente, del considerando segundo. 
 
CUARTO. Se instruye al Secretario Ejecutivo para que informe a la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación respecto del presente acuerdo dentro de los 3 días 
siguientes a la aprobación del mismo. 
 
QUINTO. Se instruye al Secretario Ejecutivo del Instituto Federal 
Electoral para que, dentro de los quince días siguientes a aquél en el 
que concluya el plazo para la interposición del recurso correspondiente 
en contra del presente acuerdo ante el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación o, en caso de que se presente dicho recurso 
por cualquier partido político, dentro de los quince días siguientes a 
aquél en el que sea notificada la sentencia que lo resolviere, remita el 
presente acuerdo para su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, así como las sentencias recaídas a los recursos resueltos 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral en contra del Dictamen y la 
Resolución referida, así como la que en su caso recaiga al recurso que 
se llegare a interponer en contra del presente acuerdo y, asimismo, 
establezca los mecanismos para la difusión pública del dictamen 
consolidado y de la resolución, en los términos en que queden firmes, 
haciéndolos del conocimiento previo de los representantes de los 
partidos políticos ante este Consejo General. 
 
El presente acuerdo fue aprobado en sesión ordinaria del Consejo 
General celebrada el 30 de noviembre de dos mil cinco. 
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